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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN C

Consejero Ponente: ENRIQUE GIL BOTERO 

Bogotá, D.C., dieciocho (18) de julio de dos mil doce (2012).   

Radicación número: 
11001-03-26-000-1999-006674-01 (16.674)


Demandante:

Rafael Cadosch Delmar 

Demandado:
Corporación Autónoma Regional de Guavio, Corpoguavio 

Asunto:


Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho

Se decide la acción de nulidad y restablecimiento del derecho interpuesta por el demandante el 4 de junio de 1999, contra las resoluciones Nº 548 del 11 de septiembre de 1998, mediante la cual se negó un permiso de exploración y explotación de gravas y arena, y Nº 804 del 28 de diciembre de 1998, que resolvió el recurso de reposición interpuesta contra aquella, decisiones proferidas por la Corporación Autónoma Regional del Guavio.

I. Los actos administrativos demandados
La Resolución No. 548 del 11 de septiembre de 1998, proferida por la Corporación Autónoma Regional del Guavio, en adelante Corpoguavio
, indicó que: 

“El Director General de CORPORGUAVIO en uso de sus atribuciones legales, constitucionales y, 

“CONSIDERANDO

“Que mediante auto 110 del 25 de junio de 1996, Corpoguavio avocó conocimiento del expediente 5920 cuyo trámite de surtió en la CAR de Cundinamarca y que fue enviado por competencia mediante acta del 29 de diciembre de 1995. 

“Que la última actuación se surtió con el anexo de las Resoluciones 700818 y 700819 del 3 de agosto de 1995, en la que se declaró fundada la oposición formulada por el señor Rafael Cadosh Delmar ABITBOL, la licencia 16980, expedida por el Ministerio de Minas y Energía, ordenó la modificación del área, reduciendo la inscripción en el registro minero y el reconocimiento del apoderado. 

“Que la apoderada Doctora Ruby Rasmussen Paborn, renunció mediante oficio (263 de C.O) al poder conferido, renuncia que se aceptó en el auto por el cual se avocó conocimiento y se dio a conocer al interesado mediante oficio del 25 de junio de 1996. 

“Que mediante concepto técnico del mes de abril de 1997, se recomendó negar la viabilidad del permiso hasta tanto no se tenga suficiente información, pero consideró que el predio se encuentra en el área de influencia de la Capilla de Siecha, considerada Monumento Nacional, mediante Decreto 604 de 1991, hecho fehaciente para negar el permiso. 

“Que se encontró en el expediente la solicitud de práctica de visita formulada por la apoderada en nombre del solicitante con anticipación a su renuncia, la cual fue practicada el 4 de marzo de 1998, determinando entre otros aspectos: que en el área de explotación no se ejecuta ninguna actividad minera, se encontró un alto grado de deterioro ambiental ocasionado por la explotación anterior, sin técnica e indiscriminada dejando profundas fosas que generan peligro para la vida de los habitantes, por lo tanto deberá presentar un plan de reforestación y recuperación acelerada. 

“Que de acuerdo con la resolución Nº 222 del mes de agosto de 1994, expedido por el Ministerio de Medio Ambiente, se contempló que el área de influencia del proyecto se encuentra en zona no compatible con la minería, por esa razón la Subdirección de Gestión Ambiental recomienda negar la viabilidad de otorgamiento al permiso de extracción de gravillas en la finca de propiedad del señor Rafael Cadosh Delmar, situada en la vereda de San Isidro del municipio de Guasca. 

“En mérito de lo expuesto, 

“RESUELVE

“ARTÍCULO PRIMERO: Negar el permiso de explotación de gravas y otros materiales en el predio de propiedad del señor Rafael Cadosh Delmar, situado en la vereda San Isidro del Municipio de Guasca. 

“ARTÍCULO SEGUNDO: Exigir al señor Cadosh Delmar, la presentación de un plan de reforestación y recuperación acelerada, donde especifique las formas de mitigación del impacto ambiental y paisajístico causado. 

“PARÁGRAFO: Para el cumplimiento de lo anterior se concederá un plazo de 90 días, contados a partir de la notificación de la presente providencia, su incumplimiento acarreará sanciones.

“ARTÍCULO TERCERO: Se publicará este proveído a costa del interesado para notificar a terceros interesados y en cumplimiento de lo establecido en la Ley 99 de 1993, Decreto 01 de 1984 y el Código Contencioso Administrativo. 

“ARTÍCULO CUARTO: Contra esta Resolución procede el recurso de reposición, el cual deberá interponerse dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación personal o a la desfijación del edicto si a ello hubiere lugar, ante el Director General. 

“Notifíquese, publíquese y cúmplase

“11 de septiembre de 1998”.

De otro lado, la resolución Nº 804 del 28 de diciembre de 2008, en virtud de la cual se resolvió el recurso de reposición interpuesto por el demandante contra la anterior decisión
, señaló que: 

“El Director General de la Corporación Autónoma Regional del Guavio “Corpoguavio”, en ejercicio de las facultades legales, estatutarias y en especial las otorgadas en la Ley 99/93 y, 

“CONSIDERANDO

“Que estando dentro del término legal, el señor Rafael Cadosch Delmar, interpuso recurso de reposición contra la Resolución No. 548 del 11 de septiembre de 1998, expedida por la Corporación Autónoma Regional del Guavio, por la cual se negó un permiso para la exploración y explotación de gravas y arena. 

“Que dentro de las razones presentadas por el impugnante aparecen: 

‘Como argumento previo para negar el mencionado permiso ese despacho consideró que el predio se encuentra en el área de influencia de la Capilla de Siecha, considerado Monumento Nacional, mediante decreto 604 de 1991, pero resulta que de acuerdo con tal decreto mi predio no se encuentra en su totalidad en el área de influencia de la Capilla de Siecha razón por la cual se me debe conceder el permiso’

“En este punto se le aclara al impetrante que aunque el área de la solicitud del permiso no se encuentra afectada en su totalidad por la reserva ecológica según resolución 3-1608 del 31 de agosto de 1992, zona esta que es la misma a que se refiere el Decreto 604 de 1991 que declaró como Monumento Nacional a la Capilla de Siecha, una parte de ella lo está y como tal lo inicialmente anotado no se convierte en argumento suficiente para conceder un permiso de tal magnitud. Además la actividad extractiva en Guasca y mas específicamente en la vereda San Isidro, ha generado uno de los impactos ambientales más fuertes, degradando en alto grado los ecosistemas existentes en la región. Básicamente el impacto está asociado con la degradación estética del paisaje, reforestación, erosión intensiva de los niveles freáticos, cambio de usos de la tierra, contaminación de aguas, impacto sonoro, etc. 

‘De otra parte se debe tener en cuenta que el concepto técnico del mes de abril de 1997, recomendó negar la viabilidad del permiso hasta tanto no se tuviera suficiente información, es decir que el concepto técnico no negó de plano la viabilidad de dicho permiso’.

“Al respecto se le informa al recurrente que los conceptos no obligan, ni se convierten en la parte fundamental para la expedición de permisos, licencias o autorizaciones, si bien es cierto que se toman como marco de referencia, al momento de decidir se analiza en conjunto toda la documentación contenida dentro del expediente. 

‘Dice también la Resolución No. 548 que de la visita practicada el 4 de marzo de 1998, se encontró que en área de explotación no se ejecuta ninguna actividad minera en espera del permiso solicitado y creo que tal argumento no es óbice para negar el permiso’.
“Se le vuelve a reiterar al solicitante el análisis conjunto que se hace de la documentación que aparece dentro del expediente y además se le informa que el argumento fundamental por el cual se negó el permiso para la explotación de materiales obedece a que de conformidad con la Resolución No. 222 del 3 de agosto de 1994 proferida por el Ministerio del Medio Ambiente, el área objeto de la solicitud se encuentra dentro de la zona declarada como no compatible con la minería. 

“Que en este orden de ideas, la Corporación como ente encargado de la planificación, manejo y conservación del patrimonio natural de la comunidad, no puede permitir la apertura de un nuevo frente de explotación de gravas, ya que esto ahondaría la problemática ambiental actualmente existente en la región. 

“En consecuencia, 

“RESUELVE

“ARTÍCULO PRIMERO. No reponer la Resolución No. 548 del 11 de septiembre de 1998, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

“ARTÍCULO SEGUNDO. En un término prudencial, practicar visita por parte de funcionarios del Programa Administración, Control y Vigilancia, a fin de determinar el cumplimiento o incumplimiento de lo establecido en la presente resolución. 

“ARTÍCULO TERCERO. Publicar esta Resolución en el periódico “Senderos” de Corpoguavio o en un diario de amplia circulación nacional para notificar a terceros interesados y en cumplimiento de lo establecido en la Ley 99 de 1993 y en el Decreto 01 de 1984. 

“ARTÍCULO CUARTO. Contra la presente providencia, no procede recurso alguno y se entiende agotada la vía gubernativa de acuerdo con los artículos 62 y 63 del Decreto No. 01 de 1984. 

“NOTIFÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

“28 DIC 1998” (Negrilla en original) (Fol. 73 y 74 cuad. ppal.).

I.  Las normas invocadas como violadas por el demandante y su concepto de la violación.

· Artículos 20, 29, 58 y 177 de la Constitución Política. 

· Decreto 2655 de 1988, Código de Minas

· Ley 57 de 1987 y decretos reglamentarios.

· Código Civil y de Procedimiento Civil.

· Artículos 3, 34, 35 y concordantes del Código Contencioso Administrativo.

En relación con las disposiciones constitucionales supuestamente violadas, señaló que el principio de igualdad, el debido proceso y la propiedad privada, fueron gravemente vulnerados con la negativa de la entidad demandada de expedir el permiso de exploración y explotación.

En lo que se refiere a los artículos 12 y 44 de la ley 57 de 1887, puntualizó que fueron vulnerados, pues en el presente caso se configuró una negativa absoluta a acceder a un derecho aún cuando se cumplieron las formalidades. 

Respecto a los artículos 304 y 305 del Decreto 2655 de 1988 -Código de Minas-, señaló que la resolución No. 548, los transgredió en tanto que generó obstáculos formales innecesarios. 

Igualmente, expuso que no se valoraron de manera adecuada las pruebas, en contravía de lo establecido en el Código de Procedimiento Civil.

Asimismo, indicó que los funcionarios de Corpoguavio que expidieron los actos acusados eran incompetentes para proferir las decisiones contenidas en éstos, ya que se sustentaron en hechos que difieren de la verdad procesal. 

También manifestó que el artículo 10 del Decreto 1462 de 1989, consagraba un derecho de preferencia para los propietarios de los terrenos donde existiera la posibilidad de explotar materiales de construcción, sin embargo, esto no se tuvo en cuenta cuando se expidió la resolución 548 de 1998. 

Además de lo anterior, adujo que se había incurrido en una desviación de poder, toda vez que la Administración lo privó de su derecho para la explotación de materiales de construcción que se encontraban en su propiedad, y reconoció ese derecho a un tercero que carecía de los requisitos. 

Finalmente, señaló que las resoluciones acusadas no correspondían a la realidad, pues ordenaron reforestar a quien no había causado daño alguno en un terreno que no requería de esta medida.

II. El trámite procesal.

1. La demanda fue presentada por el apoderado judicial del señor Rafael Cadosch Delmar, y radicada en el Consejo de Estado el 4 de junio de 1999
. En el escrito solicitó, como primera pretensión, la nulidad de las Resoluciones No. 548 del 3 de septiembre de 1998 y la No. 804 del 28 de diciembre siguiente, expedidas por la Corporación Autónoma Regional del Guavio, Corpoguavio; y como pretensión segunda, que se le otorgara la licencia de exploración y explotación en los términos que inicialmente fue solicitada. 

Como fundamento de sus pretensiones, el demandante señaló que el 3 de septiembre de 1988, formuló ante la Oficina de Manejo y Control de Recursos Naturales de la Corporación Autónoma Regional, una solicitud de exploración y explotación de material pétreo, en el fundo de su propiedad ubicado en la vereda San Isidro del municipio de Guasca, Cundinamarca. 

El 1 de diciembre de 1992 y el 13 de enero de 1993, el señor Jorge Enrique Ponguta Orduz solicitó ante la oficina correspondiente del Ministerio de Minas y Energía, la expedición de un permiso para la exploración y explotación de material pétreo en el área del predio del señor Cadosch Delmar. 

Las resoluciones No. 16980 del 29 de septiembre de 1993 y 17071 del 29 de noviembre siguiente, aprobaron las solicitudes presentadas por el señor Ponguta Orduz, por lo tanto, el 17 de diciembre de ese año, el demandante presentó un memorial de oposición, y el 3 de agosto de 1995, el Ministerio de Minas la declaró fundada.

Posteriormente, la competencia para conocer de estos procedimientos se trasladó del Ministerio de Minas a la Corporación Autónoma Regional del Guavio, Corporguavio, quien a través de la resolución 548 del 11 de septiembre de 1998, le negó al demandante el permiso para la exploración y explotación de material pétreo en la finca de su propiedad, con fundamento en una visita realizada el 4 de marzo de 1998 que determinó la afectación al medio ambiente del lugar. 

2. La demanda se admitió el 26 de julio de 1999 y fue notificada en debida forma al ente demandado y al Ministerio Público.

Corpoguavio, a través de apoderado judicial procedió a contestar la demanda; en relación con los hechos presentados en ella, indicó que eran parcialmente ciertos, toda vez que la zona donde se encontraba ubicado el fundo de propiedad del demandante no era compatible con la minería, conforme lo establecido en la resolución 222 de 1994. Además, señaló que la entidad cumplió con el procedimiento previo al expedir las resoluciones acusadas, consistente en realizar una visita técnica al lugar para revisar la viabilidad del otorgamiento del permiso o licencia. Finalmente, expuso que la petición formulada por el demandante, la conoció la entidad el 29 de diciembre de 1995 y para la toma de las decisiones en ese procedimiento, se evaluó la legislación vigente y aplicable al caso concreto. 

3. En auto del 8 de septiembre de 2000, se decretaron las pruebas. En relación con los documentos y planos allegados por el actor con la demanda, se señaló que se les daría el valor que en derecho correspondiera. Igualmente, se comisionó al Tribunal Administrativo de Cundinamarca para practicar una inspección judicial con peritos ingenieros sobre el predio de propiedad del demandante. De otro lado, se ofició a la entidad demandada para que allegara, en copia auténtica, todos los antecedentes del procedimiento que se inició con la solicitud de licencia presentada por el señor Cadosch Delmar. Finalmente, se negó la prueba deprecada por la entidad demandada por considerarse ineficaz. 

El 16 de agosto de 2002, se corrió traslado a las partes, como también al Ministerio Público, para alegar de fondo y rendir concepto, en su orden. 

El demandante señaló que según los dictámenes periciales que obran en el proceso, no existió deterioro ambiental en el sector donde se solicitó la licencia de exploración y explotación, además, el concepto técnico que sirvió de fundamento para negar el permiso no recomendó expresamente que se tomara esa decisión, por lo tanto, las resoluciones atacadas infringieron las normas en las que debieron fundarse, adolecen de falsa motivación y fueron expedidas en forma irregular, con abuso y desviación de las atribuciones del funcionario competente. 

La entidad demandada insistió en que el predio de propiedad del demandante se encontraba ubicado en el municipio de Guasca, zona incompatible con la explotación minera de acuerdo al artículo 61 de la ley 99 de 1993, el decreto 604 de 1991 y la resolución No. 222 de 1994. 

El Ministerio Público rindió concepto, en el que en síntesis expuso que las pretensiones contenidas en la demanda no estaban llamadas a prosperar habida cuenta que, aún cuando en la época en que se presentó la solicitud para la exploración y explotación de material pétreo no se había expedido el marco jurídico de protección al medio ambiente contenido en la ley 99 de 1993, al momento de conceder la respectiva licencia o permiso existía la normativa aplicable al caso que determinaba las zonas incompatibles para la explotación minera, encontrándose allí, la correspondiente al predio del demandante. Finalmente consideró que en casos como este debía primar el interés común manifiesto en la protección del medio ambiente, sobre derechos subjetivos de particulares.

III. Consideraciones

Corresponde a la Sala decidir la acción de nulidad y restablecimiento del derecho interpuesta por el demandante contra las resoluciones Nº 548 del 11 de septiembre de 1998, mediante la cual se negó un permiso de exploración y explotación de gravas y arena, y la Nº 804 del 28 de diciembre de 1998, que resolvió el recurso de reposición interpuesto contra aquella, decisiones proferidas por la Corporación Autónoma Regional del Guavio, Corpoguavio. 

1. Previo a resolver de fondo, es necesario estudiar lo pertinente a la competencia de esta Corporación para decidir el presente caso. Al respecto, es preciso acudir a lo consignado en reciente providencia, en la que se señaló: 

“La competencia para conocer del presente asunto corresponde del Consejo de Estado, teniendo en cuenta que la Sala Plena de esta Corporación dirimió recientemente el debate presentado entre los artículos 128.6 del CCA.
 y 295 de la Ley 685 de 2.001 -actual Código de Minas-
, determinando que si el acto administrativo lo expide una autoridad del orden nacional –o del orden territorial, pero actuando con base en una delegación de aquélla- la competencia, en única instancia, corresponde al Consejo de Estado. Sin embargo, si el acto lo expide una autoridad territorial, en ejercicio de una competencia minera que le sea propia, la competencia jurisdiccional en primera instancia corresponderá a los tribunales administrativos.

“El problema consistía en que el art. 128.6 del CCA. asignaba al Consejo de Estado, en única instancia, la competencia para conocer de todos los asuntos petroleros y mineros –distintos de los contractuales, de reparación directa y los de nulidad y restablecimiento del derecho (siempre que estos últimos versen sobre asuntos relativos a impuestos mineros, contribuciones y regalías)-; pero la ley 685 de 2.001 -posterior en el tiempo- señaló que al Consejo de Estado, en única instancia, le corresponde conocer “De las acciones que se promuevan sobre asuntos mineros, distintas de las contractuales y en los que la Nación o una entidad estatal nacional sea parte...” (Resalto fuera de texto)

“Esta modificación propició verdaderas dificultades hermenéuticas, porque la nueva ley modificó parcialmente la anterior, pero de ninguna manera la derogó, y por eso exigía una interpretación, por vía de autoridad, que definiera su alcance con estabilidad. Eso fue lo que hizo la Sala Plena del Consejo de Estado, y por eso este Despacho sigue su instrucción en el sentido de que le adjudicó directamente a los tribunales –y no a los juzgados administrativos– la competencia en primera instancia para conocer de los asuntos mineros, diferentes de los contractuales, de modo que la segunda instancia corresponderá al Consejo de Estado. En este sentido, la Sala Plena concluyó:

“En términos coincidentes, el artículo 295 de la Ley 685 de 2001 dispone que el Consejo de Estado conoce de las acciones referentes a controversias sobre temas mineros, cuando en ella sea parte la Nación o una entidad del orden nacional, siempre que se trate de causas diferentes a las que se suscitan en los contratos de concesión minera las cuales son competencia de los tribunales administrativos en primera instancia. (…)
” (Resaltado fuera de texto original)

“En síntesis, los asuntos petroleros “en que sea parte la Nación o una entidad territorial o descentralizada, con excepción de las controversias contractuales, de reparación directa y las de nulidad y restablecimiento del derecho que versen sobre impuestos mineros, contribuciones y regalías…” continúan siendo procesos de única instancia atribuidos al Consejo de Estado, en los términos del art 128.6 del CCA., porque la ley 685 no se refrió al tema petrolero, y por eso no lo modificó.

“Sin embargo, las acciones relativas a asuntos mineros “distintas de las contractuales y en los que la Nación o una entidad estatal nacional sea parte, conocerá el Consejo de Estado en única instancia”, de allí que si la parte es una entidad territorial o una entidad descentralizada del mismo nivel serán atribuidos en primera instancia a los tribunales administrativos –no a los juzgados administrativos-, en los términos de la providencia citada de la Sala Plena del Consejo de Estado. Sin embargo, la misma Sala aclaró con solvencia argumentativa que si la entidad territorial actuó con fundamento en una potestad minera delegada por una entidad del orden nacional, la competencia jurisdiccional corresponde, en única instancia, al Consejo de Estado, porque en tal caso quien obró fue la Nación, por intermedio de la autoridad estatal a quien le encomendó la competencia del orden nacional a cargo suyo.

“Ahora bien, hay que reparar con detenimiento que el art. 295 de la ley 685 asignó al Consejo de Estado, en única instancia, las acciones relativas a asuntos mineros, diferentes de los contractuales, pero no dijo nada sobre los temas mineros de reparación directa ni los de nulidad y restablecimiento del derecho -siempre que estos últimos versen sobre asuntos relativos a impuestos mineros, contribuciones y regalías-, de allí que el Despacho entiende que en estas dos materias también permanece vigente el art. 128.6 del CCA., porque no fue modificado en ese aspecto por la nueva disposición.”

De acuerdo a lo trascrito, queda claro que esta Corporación tiene competencia funcional para conocer del asunto, en única instancia, conforme a los artículos 128.6 del C.C.A., 146 A del C.C.A. y 295 de la ley 685 de 2.001, pues las resoluciones demandadas se refieren a un tema minero donde es parte una entidad autónoma del orden nacional
.

Adicionalmente, se insiste, el artículo 128 del Código Contencioso Administrativo, vigente al momento de presentación de la demanda, atribuía al Consejo de Estado, el conocimiento en única instancia de los procesos “...que se promuevan sobre asuntos petroleros o mineros en que sea parte la Nación, o una entidad territorial o descentralizada”; esta atribución persiste en la legislación vigente
 en los siguientes términos: “El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, conocerá de los siguientes procesos privativamente y en única instancia (...) (6) De los que se promuevan sobre asuntos petroleros o mineros en que sea parte la Nación o una entidad territorial o descentralizada, con excepción de las controversias contractuales, de reparación directa y las de nulidad y restablecimiento del derecho que versen sobre impuestos mineros, contribuciones y regalías, que seguirán las reglas generales”.

Como se observa, sin importar que las pretensiones se refieran a la simple nulidad de un acto, o a ésta junto con el respectivo restablecimiento del derecho, basta que la materia del proceso, haga alusión a asuntos mineros o petroleros
, para que sea el Consejo de Estado en única instancia, quien conozca de este tipo de procesos. 

Por otra parte, se establece en el artículo 13 del Acuerdo 58 de 1999
 expedido por esta Corporación, que en relación con la “distribución de los negocios entre las secciones” del Consejo de Estado, le corresponde a la Sección Tercera conocer de “(1) Los procesos de simple nulidad de actos administrativos que versen sobre asuntos agrarios, mineros y petroleros”, así como de “(2) los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho que versen sobre las materias enunciadas en el numeral primero”.

Así las cosas, esta Subsección de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo, es competente para conocer del caso objeto de análisis.

2. Como presupuesto fundamental para la procedencia de las acciones de nulidad y nulidad y restablecimiento del derecho, es el que éstas se interpongan frente a actos administrativos y no ante simples manifestaciones de las administraciones públicas, carentes de efectos
. Como consecuencia de ello, resulta imperioso al juez de conocimiento de estas acciones, percatarse de dicha situación; es decir, evidenciar que se trate de una manifestación unilateral de la voluntad de una entidad pública o un particular en estricto cumplimiento de funciones administrativas, capaz de generar efectos jurídicos frente a sujetos.

En el caso objeto de análisis, de la simple lectura de la parte resolutiva de la Resolución 548 de 11 de septiembre de 1998, se evidencia que en ella se está negando un permiso de explotación de gravas y otros materiales al señor Rafael Cadosch Delmar. Restringir que un sujeto de derecho pueda desarrollar una actividad, constituye sin duda alguna, una manifestación de la voluntad de una entidad pública en ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos frente a uno o varios sujetos de derecho. No cabe duda entonces, que la Resolución 548 del 11 de septiembre de 1998 proferida por Corporguavio es un acto administrativo. Esta misma situación se predica de la Resolución 804 del 28 de diciembre de 1998, que resolvió el recurso de reposición interpuesto por el demandante contra la decisión que negó el permiso de explotación. 

Con fundamento en estas consideraciones, es pertinente la acción de nulidad y restablecimiento del derecho que se formuló por el actor contra actos administrativos de contenido particular que generan efectos en él, y en consecuencia, en caso de verificarse la ilegalidad de éstos, así como la afectación al demandante, esta sentencia debería declarar la nulidad de los mismos y condenar a la respectiva indemnización de perjuicios a la parte demandada.

Si bien, como se anotó, le compete a esta Subsección conocer de las demandas de nulidad y restablecimiento del derecho de asuntos mineros, como los que en esta sede se analizan, resulta más que pertinente advertir, que de conformidad con el artículo 73 de la Ley 99 de 1993: “La acción de nulidad procede contra los actos administrativos mediante los cuales se expide, modifica o cancela un permiso, autorización, concesión o Licencia Ambiental de una actividad que afecte o pueda afectar el medio ambiente”.

Los actos administrativos cuya legalidad se discute fueron proferidos por una autoridad ambiental, Corpoguavio, y a través de ellos se negó un permiso para el desarrollo de una actividad (explotación de gravas y otros materiales) que sin duda alguna afecta o puede llegar a afectar el medio ambiente; en consecuencia y de conformidad con la disposición transcrita, la acción conducente sería la de nulidad y no la de nulidad y restablecimiento del derecho. 

Sin embargo, como se dijo, se pueden derivar perjuicios con ocasión de la expedición de un acto administrativo, en este caso relativo también a temas mineros, a través del cual se niegue un permiso con implicaciones ambientales. Por este motivo, estima la Sala que no se puede excluir la posibilidad de que un sujeto de derecho que se considere directamente afectado con ocasión de la supuesta ilegalidad de un acto administrativo con implicaciones ambientales y mineras, demande a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.

Esto, sin embargo, implica no sólo que este sujeto de derecho demuestre su titularidad del derecho al medio ambiente sano, que como se dijo es propio de la comunidad en virtud de la connotación colectiva que éste detenta, sino que además, acredite la ocurrencia de un perjuicio susceptible de ser reparado en términos patrimoniales. Debe probar entonces, el daño causado y dar noticia del monto patrimonial del restablecimiento del mismo.

En el caso objeto de análisis, el demandante justamente alega la violación al ordenamiento jurídico (minero y ambiental) de los actos administrativos proferidos por Corpoguavio y aduce la existencia de perjuicios con ocasión de ello, que en su entender deben ser resarcidos. En otras palabras al demandante no sólo le interesa la declaratoria de ilegalidad del acto acusado, sino que se le restablezcan sus derechos patrimoniales, y esta pretensión pareciera legítima y por ende imposible de denegar con ocasión de una interpretación literal y sistemática del artículo 73 de la Ley 99 de 1993.

Esta disposición, según lo anotado, debe leerse de manera concordante con la problemática minera y las reglas que de ella se derivan, así como con las reglas generales en materia de nulidad y restablecimiento del derecho; hacer lo contrario constituiría sin duda una sustentación de la prevalencia de las formas sobre la sustancia. Es procedente entonces la acción de nulidad y restablecimiento del derecho en relación con los actos administrativos demandados.

3. De otro lado, en lo que respecta a la oportunidad para la presentación de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, se establece en el artículo 136 que éstas se deben presentar dentro de los 4 meses “contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación, o ejecución del acto según el caso” so pena de caducidad de la misma.

En el caso sub examine, se observa que al demandante le fue notificada la Resolución No. 804 del 28 de diciembre de 1998, que resolvió el recurso de reposición contra la Resolución 548 del 11 de septiembre de 1998 que negó el permiso de explotación, el 9 de febrero de 1999, y comoquiera que la demanda se presentó, el 4 de junio de ese año, es evidente que se encontraba dentro de la oportunidad legal para presentar la acción de nulidad y restablecimiento del derecho que da lugar a esta sentencia.

4. Con fundamento en las pruebas que obran en el proceso, están demostrados los siguientes hechos:

4.1. De acuerdo a lo consignado en la copia
 de la escritura pública Nº 0112, el 29 de enero de 1983, el señor Michael Rabinovich Novak le vendió al señor Rafael Cadosch Delmar, dos lotes de terreno denominados “Capellanía” y “Santa Marta”, ubicados en la vereda San Isidro del municipio de Guasca, Cundinamarca (Fol. 18 a 25 cuad. ppal.).

Igualmente, obra en el expediente copia del folio de matrícula inmobiliaria No. 0500519265 (Fol. 2a cartilla 1), en el que se registró el negocio de compraventa, configurándose así la tradición efectiva del bien inmueble, pues se requiere la inscripción (modo) de la escritura pública (título) en la respectiva oficina de registro de instrumentos públicos, para que se entienda configurada en su totalidad la prueba de la propiedad
. 

4.2. El 3 de noviembre de 1988, el señor Rafael Cadosch Delmar, presentó ante la División de Reglamentación y Permisos de la Subdirección de Manejo y Control de Recursos Naturales de la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Bogotá, Ubaté y Suárez, CAR, una solicitud de exploración y explotación de gravas y arena en 64 hectáreas ubicadas en el predio denominado “Finca Delmar” en la vereda San Isidro del municipio de Guasca, Cundinamarca (Fol. 1 cartilla No. 1).  

4.3. El 7 de febrero de 1989, la CAR, le otorgó un plazo de dos meses al interesado para que allegara varios documentos con el fin de estudiar la viabilidad del permiso solicitado, entre ellos, un certificado del registrador de instrumentos públicos, una evaluación geológica y una declaratoria de impacto ambiental (Fol. 13 cartilla No. 1).

4.4. En reiteradas oportunidades, el señor Cadosch Delmar, pidió la ampliación del plazo, y finalmente el 25 de mayo de 1993, allegó la documentación solicitada (Fol. 24 cartilla No. 2).

4.5. El 3 de agosto de 1995, el Ministerio de Minas expidió la Resolución No. 700818, en la que se resolvió lo siguiente: 

“Por resolución 5-3335 del 29 de julio de 1993, se otorgó la licencia 16980, al señor Jorge Enrique Ponguta Orduz, para la exploración de materiales de construcción y demás minerales concesibles, ubicado en jurisdicción del municipio de Guasca, Departamento de Cundinamarca. 

“La doctora Ruby Ramussen Paborn, en su condición de apoderada del señor Rafael Cadosch Delmar, mediante memorial presentado el 23 de noviembre de 1993, formuló oposición a la licencia 17071, para que se elimine la superposición existente con la solicitud de permiso 5920 que se tramita ante la CAR y se ordene modificar el Registro Minero correspondiente a dicha licencia”

“(…)

“Según certificación expedida por la Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Bogotá, Ubaté y Suárez, CAR, el 29 de julio de 1993, el señor Rafael Cadosch Delmar Abitbol, formuló solicitud de permiso para la exploración y explotación de gravas y arenas ante dicha entidad, en un área de su propiedad, ubicada en jurisdicción del municipio de Guasca, Departamento de Cundinamarca, la cual fue radicada con el número 2608 el 3 de noviembre de 1988 y se tramita actualmente distinguiéndose el expediente respectivo con el número 5920. 

“Con fecha 14 de julio de 1989, el señor Cadosch Delmar Abitbol, presentó sobre la misma zona la solicitud de Registro de Cantera 003, la cual fue rechazada al no quedar área libre; luego el 12 de agosto de 1991 formuló la solicitud de licencia 15613, para la exploración de materiales pétreos, habiendo sido igualmente rechazada mediante resolución 5-0397 del 10 de febrero de 1993, al no existir área libre. Contra el artículo 1o. de la providencia los artículos 3º., 4º. y 5º., se interpuso recurso de reposición, siendo rechazado por improcedente respecto del citado artículo 1o. y negada la revocatoria de los otros artículos. 

“Al no prosperar las solicitudes de Registro de Cantera 003 y de la licencia 15613, el interesado decidió acudir al trámite de la solicitud del permiso radicado bajo el número 2608 en la CAR y formular oposición a la licencia 16980, mediante apoderada, con fundamento en lo establecido por el artículo 269 del Código de Minas. 

“De conformidad con lo dispuesto por el citado artículo 269 del Código de Minas, desde la presentación de la solicitud de un título hasta dos (2) meses después de la inscripción en el Registro Minero, podrán oponerse en escrito dirigido al Ministerio, acompañando las pruebas que fundamenten su pedimento: 

“a) Quien tenga un título anterior vigente que comprenda todo o parte del área y se refiera a los mismos minerales.

“b) Quien tenga sobre el área una propuesta anterior vigente que comprenda los mismos minerales. En este caso, el Ministerio ordenará el archivo de la nueva propuesta o la cancelación del nuevo título si la superposición fuere total o su modificación, si fuere parcial. 

“(…)

“es preciso hacer notar que el literal b) del citado artículo exige como requisito necesario para poder formular oposición a la solicitud del título, desde su presentación hasta dos (2) meses después de la inscripción en el Registro Minero, que el interesado tenga sobre el área una propuesta anterior, pero no dice explícitamente que sea un propuesta de contrato, por consiguiente, el término propuesta señalado en dicho literal, se refiere indistintamente a una propuesta de contrato o a la solicitud de cualquier otro título. 

“La interpretación del mencionado literal no puede hacerse en forma restrictiva sin que exista autorización legal para ello. Para que la exigencia prescrita en la norma tuviere el alcance al cual se refiere el señor apoderado del titular de la licencia, tendría que referirse concreta y específicamente a una propuesta de contrato. 

“En atención a las anteriores consideraciones, el señor Rafael Dacosch (sic) Delmar Abitbol, cumple con los requisitos exigidos por el artículo 269 del Código de Minas, para poder oponerse a la licencia 16980, toda vez que tiene sobre el área de la licencia una solicitud de permiso anterior formulada ante la CAR, dicha oposición se ha presentado en tiempo y se refiere al mismo mineral. 

“Cabe anotar que de conformidad con lo dispuesto por resolución 002011 del 24 de junio de 1989, las entidades que hasta el 24 de junio de 1989, venían conociendo de las solicitudes para explotar materiales de construcción continuarán el trámite de las mismas. En consecuencia, la CAR es competente para continuar con el trámite de la solicitud de permiso radicada en la mencionada entidad bajo el número 2608. 

“El hecho de que no haya prosperado la solicitud de Registro de Cantera 003 y la solicitud de licencia 15613 formuladas por el señor Rafael Cadosch Delmar Abitbol, ante el Ministerio, toda vez que fueron rechazadas, no le quita el derecho al interesado de poder continuar con el trámite de la solicitud de permiso. 

“Al declararse fundada la oposición, deberá modificarse el área de la licencia excluyendo de la misma, la zona correspondiente a la citada solicitud de permiso formulada ante la CAR…” (Mayúsculas en original) (Fol. 256 a 262 de la cartilla No. 2).

4.6. En similares términos el 13 de agosto de 1995, el Ministerio de Minas expidió la Resolución No. 700819, en la que adoptó la misma decisión, pero respecto a la licencia 17071 (Fol. 249 a 255 de la cartilla No. 2). 

4.7. El 25 de junio de 1996, Corpoguavio expidió el auto No. 110, en el que indicó: 

“Teniendo en cuenta que la Ley 99 de 1993 autoriza a esta Corporación para continuar con el trámite de los expedientes provenientes de la CAR o del Inderena. 

“Que el 29 de diciembre de 1995 mediante acta de envío se recibió el expediente No. 5920, solicitud de permiso para la explotación de materiales de arrastre en forma mecánica. 

“Que por ser de competencia anterior del Ministerio de Minas y Energía, dicha Entidad se pronunció mediante las resoluciones 700818 y 700819 de fecha 3 de agosto de 1995 para resolver la oposición a la solicitud presentada por el señor Rafael Cadosch del Delmar (sic) declarando la misma fundada

“(…)

“Visto lo anterior esta Corporación, 

“DISPONE: 

“1. Radicar el expediente 5920 con su número de origen.

“2. Avocar el conocimiento a partir del folio 263. 

“3. Aceptar la renuncia de la Doctora Ruby Rasmussen Paborn…

“4. Enviar el expediente a la Subdirección de Gestión Ambiental a fin que haga un revisión (sic) al Estudio de Impacto Ambiental, folios del 26 a 219 y determinar la viabilidad del permiso.

“5. Comunicar al solicitante señor Rafael Cadosch Delmar la decisión de la apoderada” (Fol. 264 de la cartilla No. 2). 

4.8. Igualmente, obra en los antecedentes administrativos, la Evaluación Técnica  a la Solicitud del Permiso de Explotación de Gravas. Allí se señaló lo siguiente: 

“La actividad extractiva de gravas en Guasca y más específicamente en la vereda de San Isidro ha generado uno de los impactos ambientales más fuertes, degradando en alto grado los ecosistemas existentes en la región. Básicamente el impacto está asociado con degradación estética del paisaje, reforestación, erosión intensiva de los niveles freáticos, cambios de usos de la tierra, contaminación de aguas, impacto sonoro, etc. 

“Es por lo anteriormente expuesto que el área de influencia del Monumento Nacional de la Capilla de Siecha, se puede declarar como una zona inestabilizada por el grave estudio de deterioro ambiental. 

“(…)

“Durante la visita realizada al área de influencia del Monumento Nacional de la Capilla del Siecha, se pudo determinar que en el área objeto de solicitud de permiso de exploración y/o explotación, no se ejecuta actividad minera alguna, sin embargo se estableció el alto grado de deterioro ambiental ocasionado por la explotación indiscriminada del recurso mineral, sin técnica ni planteamiento minero que dejaron a la región unas profundas fosas que generan peligro para la vida de los habitantes y focos de contaminación perturbadora del bienestar social. 

“Desde el punto de vista eminentemente técnico, no es viable otorgar el permiso de exploración y/o explotación de gravas en la vereda San Isidro del Municipio de Guasca, entre las razones que sustenta la anterior afirmación se pueden mencionar: 

“El número aún no determinado de fosas no retrollenadas de los predios adjuntos explotados por Congravas Ltda, Gravas de Siecha Ltda, Agrandes Ltda e Ingegravas Ltda. Obviamente esto atenta contra los recursos hídricos y aceleramiento forzado de procesos erosivos. 

“Otro aspecto que se considera determinante es el fuerte impacto sobre el paisaje: la visual que denota en el valle nos muestra el proceso destructivo avanzado y morfológicamente no existe reconstrucción alguna. 

“La Corporación como ente encargado en la planificación, manejo y conservación del patrimonio natural de la comunidad, no puede permitir la apertura de un nuevo frente de explotación de gravas, ya que esto ahondaría la problemática ambiental actualmente existente en la región. 

“Esta zona antes de ser reactivada en la extracción minera, debe formar parte de un plan de reforestación y recuperación acelerada. 

“De igual manera de acuerdo con la Resolución No. 222 de agosto del /94 del Ministerio del Medio Ambiente y el Acuerdo No. 33 de /79 de la CAR, cuando esta Corporación ejercía jurisdicción en el área no se contempla como área compatible con la minería la zona donde se encuentra la solicitud No. 5920. 

“Igualmente la mencionada Resolución No 222, en la que se determinan zona compatibles (sic) con explotaciones de materiales de construcciones en la Sabana de Bogotá, manifiesta que la actividad en mención solo podrá desarrollarse en aquéllas áreas de la Sabana donde los impactos ambientales puedan ser satisfactoriamente prevenidos, controlados, mitigados, corregidos y compensados; donde dichas actividades no produzcan grave deterioro a los recursos naturales renovables o al medio ambiente, ni introduzcan modificaciones considerables al paisaje. 

“RECOMENDACIONES

“Negar la viabilidad de otorgamiento al permiso solicitado” (Mayúsculas en original) (Fol. 284 a 286 de la cartilla No. 2). 

4.9. El 11 de septiembre de 1998, Corpoguavio expide la resolución No. 548, por medio del cual negó el permiso para la exploración y explotación de gravas y arena solicitado por el demandante. 

4.10. El 28 de diciembre siguiente, Corpoguavio expide la resolución No. 804, mediante la cual resolvió el recurso de reposición que interpuso el demandante contra la anterior decisión. 

4.11. El 26 de febrero de 1999, Corpoguavio profiere el auto 1280, en virtud del cual se ordenó una visita técnica al predio de propiedad del demandante. Los fundamentos fueron los siguientes: 

“Que mediante Resolución No. 548 del 11 de septiembre de 1998, se negó un permiso para la exploración y explotación de gravas y arena en el predio de propiedad del señor Rafael Cadosch Delmar, situado en la vereda San Isidro en jurisdicción del municipio de Guasca. 

“Que el 1 de diciembre de 1998, se recibió en la Oficina Jurídica de Recursos Naturales el recurso de reposición interpuesto por el señor Rafael Cadosch Delmar, contra la resolución anteriormente mencionada. 

“Que mediante Resolución No. 804 del 28 de diciembre de 1998, se desató el recurso, confirmándose la resolución 548 del 11 de septiembre de 1998. 

“Que mediante comunicación recibida el 1 de febrero de 1999, el señor Cadosch Delmar informó a la Corporación que mediante Escritura No. 418 del 28 de febrero de 1996, adquirió el predio ‘Buenavista’, -que era de propiedad del señor Manuel Lobo Guerrero Vergara, socio de la empresa Ingegravas- ubicado en la vereda San Isidro del municipio de Guasca, en donde se había explotado materiales pétreos, encontrándose algunas lagunas de grandes dimensiones y el paisaje alterado, lo cual le era imposible recuperar. 

“Que teniendo en cuenta que este hecho no se tuvo en cuenta al momento de resolver el recurso de reposición y atendiendo a lo preceptuado en el artículo 348 del Código de Procedimiento Civil ‘El auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo que contenga puntos no decididos, caso en el cual podrán interponerse los recursos pertinentes respecto de los puntos nuevos’, esta Corporación encuentra procedente enviar el expediente a la Subdirección de Gestión Ambiental para la práctica de una visita técnica con el fin de aclarar lo argumentado por el solicitante…” (Cursiva en original) (Fol. 299 de la cartilla No. 2). 

4.12. El 20 de mayo de 1999, un geólogo y el subdirector de gestión ambiental de Corpoguavio, rindieron un informe técnico, en el que se expuso: 

“Mediante auto No 1280 del 26 de febrero de 1990, la Secretaría General ordena practicar una visita para resolver aspectos técnicos que fueron objeto de recurso de reposición parte (sic) del usuario. Para tal fin se convocó a una visita técnica, con el interesado para resolver técnicamente las dudas existentes y poder enmendar errores, si se comprueban los mismos. 

“Inicialmente es importante establecer que la totalidad del Municipio de Guasca está restringido para la actividad minera, en obediencia a la resolución 222 del 94 emanada por el Ministerio del Medio Ambiente, por lo cual es entendible la negativa de otorgamiento de Licencia ambiental dada al peticionario por parte de la Corporación mediante resolución del 11 de noviembre de 1998. 

“VISITA DE CAMPO

“Se realizó un recorrido detallado, determinado (sic) predios, linderos, actividad minera antigua y entendiendo algunos conceptos técnicos anteriores emanadas por la entidad, de lo cual se puede extraer que: Los predios Buenavista y Delmar están en la actualidad completamente unidos, sin cercas que faciliten delimitar su independencia. Mientras el predio de Buenavista está totalmente destruido por procesos de extracción de grava, el predio Delmar propiamente dicho, no ha sido objeto de labor o minero. Es entendible la confusión que existió, pues al momento de la visita no se alcanzó la compañía del dueño, lo que facilitó no discernir fácilmente entre el predio objeto de solicitud de Licencia ambiental y el vecino que fue degenerado por profundos procesos erosivos. Lo cual permitió concluir que el predio exigía de una recuperación morfoambiental inmediata. 

“Al usuario se le explicó, como al momento de adquirir el bien inmueble, hablamos del predio Buenavista, él era conciente del grado de deterioro ambiental en que se encontraba, lo cual le podía generar una serie de obligaciones a cumplir para con el ente ambiental. 

“El iniciar procesos reconstructivos en el valle de Guasca, se puede considerar de obligatorio cumplimiento, puesto que la afectación al medio y a la comunidad a más de severo, genera peligros para los vecinos del sector. 

“Luego de la visita se esclareció que realmente el predio Delmar no presenta degenere ambiental alguna (sic), por lo cual se entiende que si no hay daños al medio natural causados, por obvias razones no puede existir reconstrucción alguna de lo que no ha sido afectado, por lo expuesto 

“RECOMENDACIONES

“”1. Aceptar lo solicitado por el señor Rafael Delmar en el sentido de que el predio Delmar, no ha sido objeto de ningún proceso extractivos, luego al no existir deterioro ni natural ni paisajístico, obviamente no hay nada que reponer y/o reconstruir.” (Mayúsculas en original) (Fol. 300 y 301 de la cartilla No. 2). 

Y en la ampliación del informe anterior, se anotó: 

“Por solicitud expresa de la OJRN mediante oficio Nº 106-99 se procedió a revisar, por parte del cuerpo técnico de la Subdirección de Gestión Ambiental al expediente en evaluación. 

“Este expediente ya ha sido objeto de informes técnicos, donde se reincide en la opinión de que el municipio de Guasca se encuentra totalmente restringido para la actividad minera, amparada en la Resolución 222/94 y demás actos administrativos accesorios. 

“INFORME TÉCNICO

“Durante la evaluación del expediente existió una serie de posibles montajes entre el área explotada por Agregados de los Andes y la del señor Delmar. Incongruencia entendible toda vez que la cercanía entre predios admite la superposición. Durante la visita realizada se desechó cualquier duda sobre una posible superposición de áreas y que si bien el señor Delmar adquirió los predios de Agegandoes Ltda., los predios objeto de solicitud de permiso ambiental en el expediente Nº 5920, no fue objeto de labor alguna, luego no se reconoció daño ambiental que obligue reconstrucción morfoambiental. 

“RECOMENDACIONES

“1. Reiterar la aceptación de la petición del señor Rafael Delmar en el sentido de que el predio Delmar, de su propiedad, no ha sido objeto de ningún proceso extractivo, luego al no existir deterioro ambiental, no hay mérito para manifestar la necesidad de reconstruir. 

“2. Archivar el expediente 5920, puesto que la petición del señor Rafael Delmar no es viable, ni desde el punto de vista técnico ni legal.” (Mayúsculas y subrayado n original) (Fol. 303 y 304 de la cartilla No. 2)

4.13. Igualmente, obra en el expediente un dictamen pericial realizado el 28 de noviembre de 2001, en el que se señaló: 

“El personal de la diligencia se trasladó al predio de Finca Delmar, zona rural, ubicado en el municipio de Guasca. Una vez en el sitio indicado, se procedió a informar al demandante del objeto de la diligencia consistente en establecer si dentro de los terrenos de la finca DELMAR, se encuentran vestigios de explotación de material pétreo o de construcción, así como determinar el cuestionario a formular a los peritos para poder constatar los hechos de la demanda. Para este efecto se procedió a recorrer la finca y se pudo constatar, que no había indicios de explotación minera de ningún tipo. El suelo de la finca está dedicado actualmente en un 90% a pastizales o potreros y un 10% al cultivo de arveja. En las afueras de la finca al constado (sic) nor-oriental se constató la existencia de vestigios de una explotación minera de agregados pétreos y se observó parte de una instalación de la plante de beneficio de minerales, explotación minera que según el demandante fue desarrollada por la firma INGEGRAVAS. En la zona también se apreció por fuera del predio que existían vestigios de explotación, excavaciones, de otras explotaciones  mineras que según el demandante fueron desarrolladas por las firmas CONGRAVAS Y AGREGADOS DE LOS ANDES (AGREANDES). Además se observó, que para delimitar los potreros de la finca habían plantados árboles de pino, eucalipto y otras especies. Cumplido el primero objetivo de la inspección, se procede a señalarle a los peritos  el cuestionario que deberán responder en un plazo no mayor de dos meses, para efectuar el experticio ordenado por el H. Consejo de Estado, puesto que ni en el auto de pruebas ni en la demanda se señaló el cuestionario que debían resolver los peritos, el cual lo establece el despacho de conformidad con los hechos alegados en la demanda o observados (sic) durante la presente inspección, y de acuerdo con las facultades concedidas por el máximo Tribunal Administrativo, para realizar la presente prueba. A continuación se les formularon las siguientes preguntas: 1.- Establecer si en el predio DELMAR, existe actualmente alguna explotación de gravilla, material pétreo o de construcción y si se encuentra deterioro ambiental por la explotación anterior, que hayan dejado profundas fosas en el predio en mención. En el caso  de que no se encuentre vestigio de explotación minera en la finca DELMAR, establecer si dicha explotación se realizó en algún predio vecino y en tal caso hacer una descripción de la misma y ubicarla en el plano. 

“2.- Determinar la veracidad de los planos, es decir establecer si las licencias No. 16980 y 17071 concedidas a Jorge Enrique Ponguta Orduz, abarcan áreas correspondientes a la Finca DELMAR, de propiedad del señor Rafael Cadosch Delmar y determinar el área de superposición si la hay. 

“3.- Determinar la zona de influencia de la Capilla de Siecha, para establecer si la zona de influencia del mencionado monumento nacional, afectan áreas del predio DELMAR y en tal caso establecer la zona de afectación.

“4.- Si la zona de área de influencia de la capilla de Siecha, no cobija la totalidad del predio DELMAR, establecer de acuerdo a la normatividad (sic) ambiental, si es posible explotar comercialmente material de construcción en el predio DELMAR, en las zonas que no sean de influencia de la capilla de Siecha, o si una explotación de ese tipo podría afectar al mencionado monumento nacional. 

“5.- Hacer un estimativo de las reservas potenciales de materiales pétreos comerciables que se encuentren en la finca DELMAR, correspondientes al área que no sea de influencia del monumento nacional de la capilla de Siecha. 

“6.- Establecer un estimativo del equipo mínimo que se requiere para el desarrollo de dicha explotación y para el beneficio del material, para una explotación técnica rentable.

“7.- Establecer el monto de la inversión que requeriría una explotación técnica rentable utilizando el equipo mínimo establecido en el punto anterior. 

“8.- Determinar según el método de explotación a cielo abierto y con el equipo mínimo para explotación señalado en el punto seis, cual sería la posible utilidad neta, por metro cúbico de gravilla o arena, cuál sería la vida media útil de la explotación, y la capacidad de producción mensual o anual. 

“9.- Averiguar si existen explotaciones de material pétreo cielo abierto, en la región donde está ubicado el predio DELMAR, y si existen establecer el porcentaje de utilidad por metro cúbico. 

“10.- Determinar cuál fue la primera solicitud de explotación del predio que se hizo a la CAR, si la del señor RAFAEL CADOSCH DELMAR o la del señor JORGE ENRIQUE POGUTA ORDUZ; si la primera fue la del señor RAFAEL  CADOSCH DELMAR, determinar si tenía derecho preferencial para que se le concediera el título minero para su explotación. 

“11.- Establecer si de conformidad con la legislación vigente, la solicitud de explotación del 3 de noviembre de 1988, realizada por RAFAEL CADOSCH, se ajustaba a los requerimiento de la CAR, en ese entonces, y si esta entidad actuó diligentemente. 

“12.- Si la solicitud de explotación del 3 de noviembre de 1988, que efectuó el señor RAFAEL CADOSCH DELMAR, le daba algún derecho a obtener un título minero o licencia de explotación, que posteriormente no podía ser desconocida por la autoridad minera y ambiental, y en consecuencia, no estaba cobijado por la reserva de la Capilla de Siecha, que posteriormente fue establecida. 

“13.- Analizar si la evaluación técnica de la solicitud de permiso de explotación de gravas, radicada bajo el número de 2608, del expediente 5920, de la CAR, estuvo conforme con lo observado durante la diligencia en el predio DELMAR y los predios aledaños.

“14.- Determinar que área de protección técnica, se considera necesaria, para que una explotación de material pétreos, no cause daño al monumento de la capilla de Siecha.  

“15.- Si los conceptos técnicos incluidos como considerandos en la resolución 804 del 28 de diciembre de 1998, de la CORPOGUAVIO, están ajustados técnicamente a la realidad...” (Mayúsculas en original) (Fol. 85 a 88 cuad. 2). 

A las anteriores preguntas, el señor perito Esau Hernández Tobón, respondió lo siguiente: 

“En el predio Delmar no existe actualmente explotación de materiales de construcción, como consecuencia no hay deterioro ambiental causado por la actividad minera, ni fosas profundas. Fuera de los terrenos del predio Delmar se observaron alrededor de la capilla de Siecha, varias excavaciones causadas por la actividades (sic) extractivas realizadas por las empresas: Congravas, Agregados de los Andes e Ingegravas.

El señor Rafael Cadosch Delmar, por medio de oficio del 13 de enero de 1999, aclaró que no ha hecho explotación de materiales pétreos, folio 296, y que adquirió un predio a un socio de la empresa Ingegravas, en donde se había explotados materiales pétreos folio 297. 

“(...)

“A la Empresa Nacional Minera, MINERCOL LTDA., autoridad minera, se le solicitó las coordenadas oficiales de las licencias de exploración 16980 y 17071, el 10-12-2001, para ubicarlas en un plano y comparar con el predio Delmar se anexa copia de estas coordenadas. 

“(...)

“Como se puede apreciar en el plano, el área de la Licencia de Exploración 16980 abarca una superficie al extremo sur oriente del predio Delmar y el área de la Licencia de Exploración 17071 comprende una zona del predio Delmar, ubicada en el extremo occidental, lindero con la carretera Bogotá-Guasca.

“(...)

“La Resolución No. 548, del 11 de septiembre de 1998, de CORPOGUAVIO, por la cual se negó el permiso de explotación de gravas y otros materiales en el predio de propiedad del señor Rafael Cadosch Delmar, en el considerando dice: '...pero se consideró que el predio se encuentra en el área de influencia de la Capilla de Siecha, considerada Monumento Nacional, mediante Decreto 604 de 1991, hecho fehaciente para negar el permiso'

“El Decreto 604 de 1991, del Ministerio de Educación Nacional en su artículo 2° delimita el área de influencia así: 'd. El límite Sur, toma la carretera destapada en sentido Sur- Oeste hasta encontrar una desviación de unos 1.300 metros, sitio identificado en el plano con una edificación de nombre “Jaimes”...El límite toma por la desviación en sentido Norte-Oeste, hasta encontrar un carreteable a una distancia de 900 metros aproximadamente y continúa por el carreteable hacia el oeste y después hacia el Nor-Oeste en un recorrido aproximado de 1.700 metros, siguiendo las curvas del carreteable, hasta encontrar la carretera que comunica la Calera con Tres Esquinas'

“La anterior delimitación es ambigua y poco precisa, porque no define los vértices o el área con coordenadas exactas; además se presta para dos interpretaciones. El sitio 'Jaimes' se debió definir por medio de coordenadas. Es posible que en otras publicaciones de planchas del IGAC no aparezca este nombre. 

“Primera interpretación: Si observamos la plancha del IGAC, a partir del sitio 'Jaimes' en el sentido nor-oeste, a una distancia de 900 metros aproximadamente encontramos un carreteable y continuamos por él hacia el oeste y después hacia el nor-oeste en un recorrido aproximado de 1.700 metros hasta encontrar la carretera que comunica a la Calera con 'Tres Esquinas'. Según la anterior interpretación el área de influencia del Monumento Nacional, Capilla de Siecha comprende la terraza baja del predio Delmar y un pequeño terreno ubicado al norte de esta finca. El área de influencia del Monumento Nacional Capilla de Siecha no afecta la totalidad del predio Delmar sino una parte menor del 50% de la superficie del terreno. 

“Segunda interpretación: Por el predio Delmar no hay carreteables, ni vías públicas, ni servidumbres para transitar vehículos. Es decir el lindero sur del área del Monumento Nacional Capilla de Siecha está mal descrito, por que (sic) no hay carreteable. Si partimos del sitio 'Jaimes' hacia el norte nos encontramos con la vía 'camino de Siecha' cerca de la capilla de Siecha y del sitio o construcción San Jorge. Por el camino de Siecha seguimos hacia el sur-oeste hasta llegar a la carretera pavimentada Calera-'Tres Esquinas' o vía Bogotá-Guasca. Según esta interpretación el área de influencia de la capilla de Siecha no afecta el predio Delmar. 

“(...)

“Si parte del predio Delmar se encuentra en el área de influencia de la capilla de Siecha, de acuerdo a la normatividad ambiental, sí es posible explotar comercialmente materiales de construcción en el predio Delmar por los siguientes motivos: 

“1. La Resolución 222 de 1994 del Ministerio de Medio Ambiente definió las áreas compatibles para hacer minería, en la Sabana de Bogotá; en el municipio de Guasca no está permitida la actividad minera.

“El señor Rafael Cadosch Delmar presentó ante la CAR, autoridad minera en esa época una solicitud de Exploración-Explotación de industria extractiva, el 3 de noviembre de 1988.

“(...)

“El señor Rafael Cadosch Delmar cumplió con los requisitos exigidos por la autoridad minera, CAR, y presentó los estudios exigidos. En agosto de 1994, fecha en que se expidió la resolución N° 222 del Ministerio de Medio Ambiente la solicitud de exploración y explotación presentada ante la CAR, expediente 5920 no había sido rechazada y los estudios no se habrían evaluado y todavía siguen sin ser evaluados. Según el Código de Minas el señor Cadosch Delmar debería tener título minero porque cumplió con los requisitos en el momento en que se expidió la Resolución 222 de 1994 del Ministerio del Medio Ambiente.

“(...)

“El Decreto 604 del 4 de marzo de 1991, del Ministerio de Educación Nacional es posterior a la presentación de la solicitud de exploración-explotación del señor Cadosch Delmar. Según la normatividad minera ya tenía un derecho adquirido que se debió respetar. 

“2. La extracción de gravas en el predio Delmar no afecta la estructura o arquitectura de la Capilla de Siecha porque el terreno de esta finca, más cercano a la capilla está a más de 500 metros de distancia. Además la mayoría de las excavaciones en el predio Delmar serían en la terraza superior que está por encima del nivel de la capilla de Siecha. Las excavaciones, para extraer gravas, en el municipio de Guasca, son poco profundas, menos de 8 metros, si se comparan con los huecos de las explotaciones en el sur de Bogotá que tienen más de 40 m de profundidad o con la gran minería metálica de otros países que pueden tener más de 250 m de profundidad. Además los terrenos excavados tienen poca superficie, el área total del predio es de 43.5 hectáreas si se compara con la minería carbonífera de 300 o 3000 ha. 

“3. Afectación paisajística. Modernamente la explotación minera se concibe como una actividad temporal, como uso transitorio de los suelos. Después de extraer los minerales es necesario reacondicionar los terrenos afectados para alcanzar un equilibrio entre el desarrollo económico y conservación de la naturaleza. El reacondicionamiento de los terrenos pueden comprender la restauración que consiste en volver los terrenos a su uso original, uso agropecuario o dedicar los terrenos explotados a un nuevo uso, convertirlos en humedales, lagos de uso conservacionista o recuperación de hábitats, es lo que se llama rehabilitación o recuperación. 

“(...)

“Partiendo de los criterios generales internacionales para clasificar los efectos perjudiciales para el entorno ambiental...la minería a cielo abierto debería ser considerada como relativamente poco contaminante comparada con muchas otras industrias y actividades. 

“(...)

“Los impactos ambientales de la actividad extractiva de gravas en Guasca no han sido fuertes ni han degradado en alto grado los ecosistemas, la afectación es local y no afecta los ecosistemas regionales. 

“La afectación del paisaje es temporal y dura lo que se demore en realizar la restauración o rehabilitación que se pueden hacer simultáneamente con la explotación. Además existen una serie de medidas correctoras que sirven para reducir, mitigar, ocultar, compensar el impacto paisajístico durante la explotación. La ingeniería de restauración paisajística sirve para facilitar la recuperación del paisaje de la explotación y conseguir la integración a su entorno natural y social.

“(...)

“El día de la visita se observó el área de influencia del Monumento Nacional de la Capilla de Siecha y no se apreció zona inestabilizada; además los estudios de deterioro ambiental no causan inestabilidad. CORPOGUAVIO puede declarar esta zona como inestabilizada, pero en los alrededores de la capilla de Siecha no hay manifestaciones de inestabilidad como: movimientos de tierra, remoción de suelos, derrumbes deslizamientos, fallas geológicas, hundimientos de la banca de las carreteras, carreteables, caminos, casas, construcciones derrumbadas, árboles caídos. 

“(...)

“Por todo lo anterior es viable, desde el punto de vista técnico, otorgar el permiso de exploración-explotación, no hay razones técnicas que lo impidan. 

“(...)

“El objeto de este informe no es cuestionar la controvertida Resolución N° 222, de agosto de 1994, del Ministerio del Medio Ambiente, pero es conveniente analizar lo siguiente: Todas las explotaciones de materiales de construcción en la Sabana de Bogotá producen impactos ambientales que pueden ser satisfactoriamente prevenidos controlados, mitigados, corregidos y compensados y no producen grave deterioro del medio ambiente; muchos impactos desaparecen con la suspensión de las actividades mineras, los efectos son recuperables a excepción de la creación del hueco y de las escombreras o depósitos de estériles. Para corregir este impacto residual se diseñan y realizan los programas de restauración o rehabilitación. 

“(...)

“No hay mucha diferencia entre una explotación ubicada en una zona compatible y otra situada en una no compatible, los efectos son muy similares y se pueden compensar la afectación del paisaje es muy parecida. La principal diferencia consiste en las dimensiones de las excavaciones, extensión, profundidad, volumen de materiales extraídos, duración del proyecto, localización. 

“(...)

“CORPOGUAVIO manifiesta que la actividad extractiva de gravas en Guasca ha generado uno de los impactos ambientales más fuertes, degradando en alto grado los ecosistemas, pero hasta la fecha no ha hecho monitoreo, ni seguimiento ambiental a los recursos físicos y bióticos, no se han cuantificado los indicadores ambientales. La erosión se puede cuantificar, las áreas expuestas se pueden medir. La contaminación del agua es medible: cuáles son los contaminantes, en qué concentración se encuentran, si están por encima de los valores permisibles y como han afectado el caudal o volumen de las corrientes de agua. La afectación de las aguas freáticas se puede valorar en cuanto a calidad y cantidad. El impacto sonoro o nivel de ruido es fácil de medir, aunque una mina abandonada o inactiva es muy difícil que produzca ruido.

“(...)” (Mayúsculas y negrilla en original) (Fol. 113 a 139 cuad. 2)

De otro lado, se allegó igualmente, otro informe rendido por el perito Edgar Roa, quien, en relación con el cuestionario transcrito, respondió lo siguiente: 

“De acuerdo a la visita oficial realizada el 28 de noviembre del año 2001 y después del recorrido en su totalidad el predio DELMAR, de la verificación tanto de los rasgos morfológicos locales y regionales, como de las características topográficas deducibles de la base cartográfica del IGAC (228-I-D-1), no se observaron vestigios, indicios o huella alguna que pérmita afirmar, inducir o sospechar que ha existido en el pasado explotación minera alguna dentro del predio Delmar (minería a cielo abierto o minería de túnel). En consecuencia y en concordancia con lo observado en campo se afirma que no existe deterioro ambiental alguno derivado o asociado de actividad minera realizado en el predio Delmar.

“(...)

“Dado que el Ministerio de Minas excluyó del área de la solicitud del predio Delmar las áreas de las superposiciones con las licencias 16980 y 17071 (32 h /// 51,2% del predio Delmar), el análisis de las áreas libres se enfoca exclusivamente sobre el área sin superposición del predio respecto al área de influencia del Monumento Nacional Capilla de Siecha, que sí lo afecta en 24,1 hectáreas de las 64 hectáreas del predio Delmar.


“Se deja constancia que las diferentes áreas de superposición aquí definidas son una muy buena aproximación de la realidad, dado que han sido calculadas sobre plano topográfico y por lo tanto están sujetas al respectivo ajuste en terreno, sin embargo, y para motivos prácticos se asumen como correctas, ciertas o ajustadas a la realidad con un grado de certeza del orden del 95%. 

“(...)

“En la determinación del área de influencia del Monumento Nacional Capilla de Siecha se presentan problemas de interpretación de su alinderación (única y clara interpretación), ya que la descripción de sus linderos (límites) se puede prestar a confusión, dado que no se hace en forma técnica por medio de coordenadas, ángulos y distancias para cada uno de los vértices del polígono...

“En consecuencia es posible llegar a por lo menos dos interpretaciones respecto a sus linderos (que determinan a su vez el área de influencia), sin embargo sólo una de ellas es concordante con la descripción del decreto 604 de 1991; basado en un croquis (sin escala y sin coordenadas) realizado por 'El Centro de Investigaciones para el Desarrollo de la Universidad Nacional de Colombia', fue posible observar coincidencias apreciables entre el área definida en el plano presentado por el señor Rafael Cadosch Delmar y la alinderación del monumento, por lo tanto esta interpretación es la que permite conciliar la descripción del decreto 604 de 1991 con los rasgos del terreno y las distancias descritas entre los puntos principales del polígono del Monumento Nacional Capilla de Siecha. 

“En este sentido se toma esta descripción de los linderos, igualmente asumida por 'Corpoguavio' y por el señor Rafael Cadosch Delmar A., así como de sus límites y se considera como área cierta del monumento para efectos de este análisis, por lo tanto es sobre esta área de influencia del Monumento Nacional Capilla de Siecha, que se hace referencia y se relacionan las observaciones del caso, los conceptos propios y específicos a este peritazgo...

“Por lo tanto si se presenta superposición entre el área del predio Delmar y el área de influencia del Monumento Capilla de Siecha en la siguiente relación: Predio Delmar y monumento nacional en 24,1 hectáreas, quedando por lo tanto un área libre y explotable de 39,9 hectáreas aproximadamente.

“(...)

“Dado que no se presenta superposición total entre del (sic) área de influencia del Monumento Capilla de Siecha sobre el área del predio Delmar...y que ésta es del orden de 24,1 hectáreas del total del terreno del predio Delmar, la Corporación debió continuar el trámite de la licencia de explotación solicitada por el señor Rafael Cadosch Delmar A., remitiéndose al área libre, que en su defecto no quedaba restringida para actividades de explotación minera, la cual representa 39.9 hectáreas libres y por lo tanto explotables o aprovechables económicamente en actividades mineras. 

“Este trámite debió tener efecto y validez plena (aprobación de la respectiva licencia de explotación a favor del señor Rafael Cadosch Delmar A), hasta la expedición y entrada en vigencia de la Resolución 222 de 1994, en cuyo caso se procedería a la respectiva demanda ante el Estado por los hechos, acciones, prejuicios que de ella se derivasen en contra del señor Rafael Cadosch Delmar A.

“(...)

“Una vez cumplidos los requisitos hechos por la CAR (mayo 25 de 1993), para el otorgamiento de la licencia de explotación, esta Corporación debió tramitar la licencia de explotación, ya que los procedimientos para tal efecto están estructurados de tal forma que se llegue finalmente a la expedición de dicha licencia, a no ser que el solicitante incumpla reiteradamente los términos de la Corporación, no subsanase satisfactoriamente los errores, omisiones y aclaraciones que solicite la Corporación (situaciones que no se presentaron de acuerdo al análisis del expediente...)

“(...)

“Así mismo dentro de las restricciones definidas por el Decreto N° 604 de 1991 (Monumento Nacional Capilla de Siecha), era posible la explotación de arenas y gravillas en la parte del predio Delmar que no se encontraba afectada por el alcance de dicho Decreto. 

“En consecuencia se hubiese dado inicio al proyecto de explotación con los debidos ajustes en área, y se hubiese requerido posteriormente dar un tratamiento 'especial' o una negociación entre las partes (autoridades ambientales y mineras y el beneficiario de la licencia de explotación) para hacer efectivo el cierre de la explotación, en el caso de no encontrarse una fórmula viable desde los aspectos técnicos, sociales, económicos y ambientales del proyecto, de acuerdo a las nuevas limitantes de explotación definidas en la Resolución 222 del 3 de agosto de 1994. 

“(...)

“Se debe aclarar que la CAR, en su momento sólo realizó una evaluación (enero 25 de 1989), donde al encontrar ajustados los términos de la solicitud del señor Rafael Cadosch y de acuerdo a lo observado en la visita de campo de sus funcionarios, procede a continuar con el trámite de la solicitud y le hace entrega de los términos de referencia para la realización del estudio correspondiente, como único requisito previo al otorgamiento de la licencia de explotación.

“Posteriormente y tomando como referencia las diferentes evaluaciones efectuadas por Corpoguavio, es claro que éstas no se ajustan a la realidad de los hechos, ni de las observaciones de campo verificadas el día de la diligencia en el predio Delmar (28 de noviembre del año 20001 -sic-), además éstas presentan en forma reiterativa serias fallas de tipo conceptual, de ubicación geográfica y descripción, con lo que ponen en tela de juicio no sólo sus observaciones y conceptos sino su validez frente al caso específico. 

“Al ser las evaluaciones de Corpoguavio de tipo genérico, se carece de rigor y especificidad necesarias y requeridas para decidir en forma clara y directa en el asunto en cuestión (la solicitud del expediente 5920), ya que para efecto existe un expediente exclusivo al predio, sus condiciones y las actuaciones del solicitante, en consecuencia las evaluaciones no se ajustan a lo requerido en el caso en cuestión -trámite en cuestión-. Puede ser que estas evaluaciones sean de alguna utilidad en estudios de tipo regional o genérico, en las que el detalle y el rigor técnico no sean prioridad ni requisito indispensable -situación que no procede para el trámite de una solicitud de licencia de explotación-...

“De lo anterior se desprende que Corpoguavio actuó sin ajustarse al trámite de la evaluación del: 'Estudio Geologico, Minero y de Impacto Ambiental para una industria extractiva y de procesamiento de gravas y arenas en jurisdicción del Municipio de Guasca-Cundinamarca', y que además por extensión de las acciones y consecuencias de las industrias gravilleras asentadas en el área de su jurisdicción (actuaciones de terceros), pretende sustentar los motivos por los cuales niega la licencia de explotación en favor del señor Rafael Cadosch, tomando como argumento los daños impactos y deterioros al medio ambiente ya causados por terceros y en los que el señor Rafael Delmar (sic) no tiene relación alguna, o que en su defecto se hubiesen generado o iniciado en terrenos de su propiedad (Predio Delmar)

“Por lo tanto Corpoguavio desvirtúa y se aleja del proceso establecido para este tipo de solicitudes, pone de manifiesto su incapacidad para realizar labores de control ambiental a las actividades productivas relacionadas con los recursos naturales, funciones que le competen por ley, ya que prefiere evitar el desarrollo de tales actividades productivas a cumplir su deber...” (Fol. 162 a 178 cuad. 2). 

5. De las pruebas que se acaban de transcribir se tiene por probado que el señor Rafael Cadosch Delmar, es propietario de varios lotes de terreno, ubicados en la vereda San Isidro del municipio de Guasca, denominados ‘Capellanía’ y ‘Santa Marta’, sin embargo, en las escrituras públicas allegadas, no se refiere en ningún aparte al predio denominado “Delmar”.
Ahora bien, al respecto es necesario precisar, que la denominación del predio no es determinante para efectos de acreditar la propiedad, toda vez que, revisado detalladamente el folio de matrícula inmobiliaria del terreno por el cual se inició la solicitud de exploración y explotación, se observa que los linderos corresponden a los señalados en las escrituras públicas aportadas. 

Así las cosas, es irrelevante si la finca se denomina ‘Capellanía’, ‘Santa Marta’ o ‘Delmar’, comoquiera que lo importante es verificar que la escritura pública y el folio de matrícula correspondan al predio que dio lugar al trámite previo ante la entidad demandada, lo que efectivamente se estableció con el material probatorio allegado. 

En este estado de cosas, se tiene que el señor Rafael Cadosch Delmar, acreditó la condición de propietario de la finca “Delmar” ubicada en la vereda San Isidro del municipio de Guasca.  

6. Aclarado lo anterior, se pasará a verificar si los actos acusados, vulneraron la normativa constitucional, ambiental y minera aplicable al caso. Al respecto, se tiene que el Código de Minas
, vigente en la época en que se expidieron los actos acusados, señalaba que: 

“Artículo 3º PROPIEDAD DE LOS RECURSOS NATURALES NO RENOVABLES. De conformidad con la Constitución Política, todos los recursos naturales no renovables del suelo y del subsuelo pertenecen a la Nación en forma inalienable e imprescriptible. En ejercicio de esa propiedad, podrá explorarlos y explotarlos directamente a través de organismos descentralizados, o conferir a los particulares el derecho de hacerlo, o reservarlos temporalmente por razones de interés público, todo de acuerdo con las disposiciones de este Código.

“Lo dispuesto en el presente artículo se aplica sin perjuicio de los derechos constituidos a favor de terceros. Esta excepción sólo comprende las situaciones jurídicas, subjetivas y concretas, debidamente perfeccionadas y que antes del 11 de diciembre de 1969, fecha en que entró a regir la Ley 20 de este mismo año, hubieren estado vinculadas a yacimientos descubiertos y que conserven su validez jurídica.

 

“Artículo 4º PROPIEDAD DE LOS MATERIALES PETREOS. También pertenecen a la Nación, en forma inalienable e imprescriptible y con iguales atribuciones a las señaladas en el artículo anterior, las canteras y los demás depósitos de materiales de construcción de origen mineral, así como los pétreos de los lechos de los ríos, aguas de uso público y playas. Quedan a salvo igualmente, las situaciones jurídicas, subjetivas y concretas, de quienes en su calidad de propietarios de los predios de ubicación de dichas canteras, las hubieren descubierto y explotado antes de la vigencia de este Código.

“(...)

“ARTICULO 6o. DERECHOS ADQUIRIDOS O CONSTITUIDOS Y MERAS EXPECTATIVAS. Para efectos del presente Código, son derechos adquiridos y constituidos solamente:

“1. Los contratos de concesión suscritos y debidamente solemnizados por escritura pública, que hayan sido publicados en el Diario Oficial.

“2. Los permisos y licencias otorgados mediante resolución debidamente ejecutoriada, que conserven su vigencia y validez a la fecha de expedición de este Código.

“3. Los aportes otorgados a organismos adscritos o vinculados al Ministerio y los contratos que con base en ellos se hayan celebrado.

“4. Los derechos vigentes al tenor de los artículos 3º y 5º, de la Ley 20 de 1969 y las demás disposiciones especiales, que consten en resoluciones del Ministerio debidamente ejecutoriadas.

“Las demás situaciones jurídicas contenidas en solicitudes en trámite consagradas en disposiciones anteriores, se considerarán para todos los efectos como simples expectativas.

“(...)

“ARTICULO 9o. SEÑALAMIENTO DE ZONAS RESTRINGIDAS PARA LA MINERIA. El Ministerio podrá señalar, de acuerdo con estudios previos, zonas en las cuales no deben adelantarse trabajos mineros de prospección, exploración o explotación por constituir reservas ecológicas, incompatibles con dichos trabajos, de acuerdo con el Código de Recursos Naturales Renovables y de Protección del Medio Ambiente, o por considerar que es necesario dedicarlas exclusivamente a la agricultura o a la ganadería, como factores de especial importancia económica.

“El señalamiento de que trata el inciso anterior no afecta los títulos expedidos con anterioridad, mientras conserven su validez.

“No obstante lo aquí dispuesto, podrá el Ministerio, {por vía general}
, autorizar que en las zonas mencionadas en el presente artículo, puedan adelantarse actividades mineras, en forma restringida o sólo por determinados métodos y sistemas de extracción de los minerales, que no afecten los aprovechamientos económicos de la superficie o con la obligación de realizar obras y trabajos especiales de preservación o mitigación de sus efectos negativos o de los deterioros originados en dichas actividades sobre los recursos naturales renovables, el medio ambiente o el desarrollo de la agricultura y la ganadería.

“ARTICULO 10. ZONAS RESTRINGIDAS PARA ACTIVIDADES MINERAS. Podrán adelantarse actividades mineras en todo el territorio nacional, exceptuadas las siguientes áreas:

“a) Dentro del perímetro urbano de las ciudades y poblaciones, determinado por los acuerdos municipales, salvo que lo autorice el Ministerio, previo concepto de la correspondiente alcaldía;

“b) En las zonas ocupadas por obras públicas o servicios públicos, salvo que con las restricciones a que haya lugar, lo autorice el Ministerio, previo concepto favorable del organismo o entidad pública, que tenga a su cargo la gestión o responsabilidad directas de la obra o servicio;

“c) En los trayectos fluviales de navegación permanente que señale el Ministerio, previo concepto de la autoridad nacional correspondiente a cuyo cargo esté la conservación de la navegabilidad de dichos trayectos;

“d) En las áreas ocupadas por edificios, construcciones y habitaciones rurales, incluyendo sus jardines, huertas y solares, salvo que lo consienta su propietario o poseedor;

“e) En las zonas de reserva ecológica, agrícola o ganadera de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9o., de este Código y,

“f) En las zonas que constituyen reserva minera indígena, salvo que sin detrimento de las características y condiciones culturales y económicas de los respectivos grupos aborígenes, se puedan adelantar labores mineras por ellos mismos o con su concurso, con la autorización del Ministerio, previo concepto favorable de la División de Asuntos Indígenas del Ministerio de Gobierno.

“En los actos que otorguen títulos mineros, se entenderán excluidos los terrenos, zonas y trayectos relacionados en este artículo, sin necesidad de declaración de la administración, ni de manifestación o renuncia del beneficiario, ni modificación de los documentos y planos que acompañen su solicitud.

“(...)

“ARTICULO 15. DEFINICION DE PEQUEÑA, MEDIANA Y GRAN MINERIA. Para la definición de pequeña, mediana y gran minería se adopta como criterio fundamental el volumen o tonelaje de materiales útiles y estériles extraídos de la mina durante un determinado período de tiempo. De la capacidad instalada de extracción, de materiales dependen las inversiones, el valor de la producción, el empleo, el grado de mecanización de la mina y demás aspectos de orden técnico, económico y social.

“Con base en este concepto se fijan los valores máximos y mínimos que deben enmarcar la pequeña, mediana y gran minería en explotaciones a cielo abierto y subterráneas para cuatro (4) grupos de minerales o materiales a saber:

“1. Metales y piedras preciosas.

“2. Carbón.

“3. Materiales de construcción.

“5. (sic) Otros.

“En este último grupo se incluyen todos los minerales metálicos y no metálicos, no clasificables en los tres (3) primeros.

“(...)

“ARTICULO 109. MATERIALES DE CONSTRUCCION. Para los efectos de este Código, se denominan materiales de construcción las rocas y materiales pétreos generalmente usados como agregados en la fabricación de bloques y piezas de concreto, morteros, pavimentos y otras formas similares, como elementos de las construcciones. Dichos materiales tendrán por sí mismos tal denominación aún en los casos en que su destino y uso efectivo no sea el aquí mencionado.


“En el reglamento se establecerán las características físicas y químicas de los diferentes materiales pétreos explotados en canteras y como materiales de arrastre, así como las especies utilizables resultantes de los mismos, como gravas, arenas, gravillas y productos similares.

“ARTICULO 110. CLASIFICACION DE LAS EXPLOTACIONES. Las explotaciones de materiales de construcción deberán ser clasificadas como de pequeña, mediana y gran minería, en la oportunidad y forma que señala el presente Código.

“(...)

“ARTICULO 316. SOLICITUDES, PROPUESTAS Y OPOSICIONES EN TRÁMITE. En las solicitudes y propuestas que se encuentren en trámite al entrar a regir este Código, los términos que hubieren empezado a correr, las oposiciones formuladas, la práctica de pruebas o diligencias ordenadas, los recursos interpuestos y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las normas vigentes cuando dichos términos empezaron a correr, se formularon las oposiciones, se ordenaron las pruebas y diligencias, se interpusieron los recursos o principiaron a surtirse las notificaciones.

“Los interesados en dichas solicitudes y propuestas no tendrán la obligación de modificar la forma y extensión de las áreas pedidas de acuerdo con las normas vigentes en la fecha de su presentación, y en todo caso, tendrán el término de seis (6) meses para ajustarse a las disposiciones del presente Código, contados a partir de su entrada en vigencia.

“Las oposiciones que hubieren sido formuladas con anterioridad a la vigencia del presente Código, seguirán su curso de acuerdo con las disposiciones de las normas anteriores. Si la decisión fuere favorable al opositor, el Ministerio tendrá el término de un (1) mes, contado a partir de la ejecutoria del acto que así lo declare para otorgar y registrar el respectivo título y si no lo hiciere se entenderá otorgado.

“Si la oposición fuere favorable al beneficiario del título minero, el opositor tendrá el plazo de un (1) mes para suspender sus actividades mineras, a partir de cuyo vencimiento el beneficiario del título minero podrá hacer uso de las acciones correspondientes de conformidad con este Código.

“En el plazo de un (1) año contado a partir de la vigencia de este Código el Ministerio decidirá las oposiciones que se encuentren en trámite. Para tal fin las entidades adscritas o vinculadas al Ministerio colaborarán y suministrarán los recursos necesarios.”

Sea lo primero advertir que la propiedad del subsuelo y de los recursos naturales no renovables que se encuentren en éste o en el suelo, le corresponde al Estado, de conformidad con lo prescrito en el artículo 332 de la Constitución  Política, en los siguientes términos:

“El Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes”

De allí se deriva, la posibilidad de la existencia de derechos de los particulares, anteriores a la expedición de la Carta Política, los cuales deberán ser respetados.

Ahora bien, el Código de Minas vigente al momento de expedición de los actos administrativos demandados, era el contenido en el Decreto 2655 de 23 de diciembre de 1988, el cual fue expedido por el ejecutivo en ejercicio de facultades extraordinarias, es decir con fuerza material de ley, y que se viene de transcribir.

Si bien este instrumento normativo se profirió con anterioridad a la Constitución Política de 1991, allí se estableció con fuerza material de ley, la propiedad del Estado sobre los recursos del suelo y el subsuelo, así como de los materiales pétreos.

Resulta indiscutible la propiedad del Estado sobre los materiales que se extraigan del suelo y el subsuelo, bajo la vigencia del anterior Código de Minas, lo cual no obsta, como allí mismo se estableció, para que los particulares puedan desarrollar actividades productivas en relación con ellos, bien sea en atención al reconocimiento de derechos adquiridos antes de la expedición del mencionado estatuto, o a través de la habilitación que el Estado les otorgue, con fundamento en las reglas contenidas en el mismo.

En lo que respecta a las modalidades de acceso de los particulares a los materiales mineros de propiedad del Estado y de manera particular a aquellos destinados a la construcción, es decir los que atañen a derechos adquiridos, puede señalarse, con base en la transcripción de las disposiciones, que existen dos hipótesis para ello: 1. Explotaciones de minerales desarrolladas por particulares, debidamente perfeccionadas; vinculadas a yacimientos descubiertos antes de la Ley 20 de 1969; y válidas al momento de expedición del Decreto 2655 de 1988; y 2. Explotaciones de canteras y demás materiales de construcción
 de origen mineral, realizadas antes de la expedición del Decreto 2655 de 1988 por parte de los propietarios de los predios donde estas se encuentren.

Pese a esta comprensión, se establece en el artículo 6°, lo pertinente a los derechos adquiridos o constituidos y las meras expectavias. Esta aparente taxatividad de los derechos adquiridos, como se observa, contemplaría a la primera de las hipótesis referida; en lo que respecta a la segunda, no puede interpretarse de manera restrictiva, y por ende, en materia de explotación de minerales para construcción, debe reconocerse el derecho adquirido aludido, pues así lo establece el artículo 4 del Decreto 2655 de 1988.

Ahora bien, para el reconocimiento de los derechos adquiridos en materia de explotación de material de construcción, el Código de Minas y sus normas reglamentarias, establecieron unos requerimientos. Se señaló, en este sentido, en el artículo 6 del decreto reglamentario 2462 de 1989:

“Los propietarios actuales de predios que de conformidad con el Artículo 4º del Código de Minas conserven el derecho sobre las canteras ubicadas en ellos no requerirán de un título minero otorgado por el Ministerio de Minas y Energía.


“No obstante lo anterior, deben cumplir con el registro minero de que trata el Capítulo XXXI del citado Código, el cual deben efectuar dentro del término de un (1) año contado desde la vigencia del Código...”
 

Por su parte en el artículo 289 del Código de Minas, se mencionó lo relativo a la naturaleza del “Registro Minero”:

“El Registro Minero es un sistema de inscripción, autenticidad y publicidad de las actas de la administración y de los particulares que tengan por objeto o guarden relación con el derecho a explorar y explotar el suelo o subsuelo mineros, de acuerdo con las disposiciones del presente capítulo.

“El Registro será llevado por el Ministerio de Minas y Energía en sus oficinas centrales y podrá descentralizarse por delegación o comisión de ese despacho en la medida en que se disponga de los recursos necesarios para mantener su unidad, coordinación y agilidad.

“El Registro funcionará por los medios y con los sistemas técnicos y mecánicos que garanticen su abreviado, eficaz y pronto servicio”.

De las disposiciones transcritas, se puede deducir que el derecho adquirido de los propietarios de los predios que adelantaran actividades de explotación de materiales de construcción, antes de la entrada en vigencia del Código de Minas (Decreto 2655 de 1988), para poder ser reconocido como tal, debía ser inscrito en el “Registro Minero” de la misma forma en que se debían inscribir los títulos mineros a que hace referencia este Estatuto. Este requisito, para efectos de dar publicidad y por ende, hacer oponible frente a terceros los derechos que se deriven del reconocimiento legal (como en el caso objeto de estudio) o de los títulos que se otorguen.

Este requerimiento no es de manera alguna, un límite al derecho adquirido que se estudia; es tan solo una exigencia legal que tiene dos objetivos primordiales: En primer lugar, regularizar algunas explotaciones que con ocasión de la ausencia de un título minero a la luz de la normativa del Código de Minas podrían ser concebidas como ilícitas
; y en segundo lugar, dar publicidad de una situación que impediría la adjudicación de títulos posteriores.

Como consecuencia de lo señalado, se puede decir entonces que la primera modalidad de acceso de los particulares a la explotación de material de construcción, es decir la de derechos adquiridos, tiene respaldo en una consagración legal, pero para su ejercicio, se hace necesario su respectiva inscripción en el Registro Minero, para efectos de resultar compatible con el régimen general de explotación minera.

En lo que respecta a la segunda modalidad de acceso de los particulares a la explotación de material de construcción, es decir, la que demanda la obtención de un título de conformidad con el Código de Minas, vale la pena advertir, que esta a su vez, se puede concretar de dos maneras distintas: licencia de exploración con fines de explotación y licencia de explotación especial.

La licencia de exploración lleva intrínseca la finalidad de llegar a explotar; quien solicita al Estado que se le permita desarrollar una exploración, lo hace porque aspira a tener suerte en ella y proceder a una ulterior explotación. Con fundamento en esta lógica se estableció en el Código de Minas:

“Artículo 24. LICENCIA DE EXPLORACION. La licencia de exploración es el  título que confiere a una persona el derecho exclusivo a realizar dentro de una zona determinada, trabajos dirigidos a establecer la existencia de depósitos y yacimientos de minerales y sus reservas, en calidad y cantidad comercialmente explotables.”

“Artículo 44. OTORGAMIENTO DEL DERECHO A EXPLOTAR. Al vencimiento de la licencia, de exploración, si el titular ha dado cumplimiento a sus obligaciones de acuerdo con los artículos anteriores, tendrá derecho a la correspondiente licencia de explotación si se trata de un proyecto de pequeña minería, o a que con él se suscriba el contrato de concesión, sin ninguna exigencia, requisito o condición distinta de las señaladas en este Código”.

Si bien, lo relativo a esta licencia hace alusión a cualquier tipo de mineral y está orientada a actividades de explotación de pequeña, mediana y grande minería, se extiende obviamente a la exploración de material de construcción, comoquiera que la normativa aplicable es clara al determinar que dentro del concepto denominado “minería” se encuentra la exploración de material de construcción.

Esta licencia que constituye entonces la regla general en materia de títulos para la explotación de materiales de construcción, no se hace necesaria cuando quiera que se trate de pequeña minería a desarrollar en un área máxima de 10 hectáreas, de conformidad con lo establecido en el artículo 111 del Decreto 2655 de 1988. 

Aclarado lo anterior, la Sala pasará a analizar uno a uno los cargos presentados por el demandante: 

6.1. Las resoluciones acusadas violaron los derechos fundamentales a la  igualdad, el debido proceso y la propiedad privada.

En relación con este cargo, considera esta Sala que no es procedente, toda vez que fue el propietario del lote de terreno quien adelantó el procedimiento para la obtención de la licencia de exploración y explotación de gravas y arena, y si bien es cierto que el Ministerio de Minas y Energía otorgó el permiso a un tercero que no tenía el derecho de dominio, el demandante adelantó un procedimiento de objeción, el cual fue exitoso y permitió que siguiera su curso la solicitud de licencia presentada por aquél. 

Ahora bien, el trámite para la solicitud de la licencia de exploración se encontraba regulado en el Código de Minas (Decreto 2655 de 1988) en los siguientes términos:

“Artículo 41. SOLICITUD DE LICENCIA DE EXPLORACION. La solicitud de licencia de exploración se presentará ante el Ministerio o ante alguno de los organismos o autoridades que este despacho delegue en formularios simplificados que se adopten y deberá acompañarse de la localización técnica del área que se pretende explorar.

“En la solicitud el mismo interesado calificará provisionalmente su proyecto dentro de los rangos de pequeña, mediana y gran minería y señalará, en forma específica, el mineral o minerales que serán objeto de sus trabajos”.

Ni en esta disposición, ni en ninguna otra del Código de Minas, se establecía una exigencia para el solicitante, ni para la entidad pública otorgante, orientada a aceptar la solicitud solamente si provenía del propietario del predio donde se encontraba el área licenciada. Esta situación tiene sentido, si se atiende que una es la propiedad privada de un inmueble y otra muy distinta, la que detenta el Estado sobre el subsuelo y sobre el material mineral que se encuentra en éste o en el suelo.

En lo que respecta a la igualdad que es un derecho y un principio que orienta a la función administrativa (artículo 13 y 209 constitucional), máxime si se trata de un modelo social y de derecho como el que caracteriza al Estado colombiano, la Sala estima que no resulta vulnerado, toda vez que el trámite adoptado, de ninguna manera puso en condiciones de inferioridad al demandante.

En efecto, el señor Cadosch Delmar tuvo las mismas posibilidades que el tercero,  de solicitar una licencia de exploración (con fines de explotación) o una de explotación especial; e inclusive, de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente al momento de producirse los actos administrativos demandados, tenía un derecho de preferencia en el caso de la segunda modalidad indicada, y aún más, la posibilidad del reconocimiento de un derecho adquirido que alegaba tener, si hubiera realizado el Registro Minero.

Es más, las ventajas consagradas por el ordenamiento jurídico, a favor del propietario de un inmueble donde se desarrollará actividad minera, son inmensas y se consagran como discriminaciones positivas, máxime si se atiende a que la propiedad de un inmueble nada tiene que ver con la propiedad del Estado del subsuelo y de los materiales mineros que se encuentren en éste o en el suelo.

6.2. Las resoluciones acusadas violaron los artículos 12 y 44 de la ley 57 de 1887, pues se configuró una negativa absoluta a acceder a un derecho aún cuando se cumplieron las formalidades. 

Respecto a este cargo, advierte la Sala que no prosperará, toda vez que el hecho de que el demandante hubiere presentado todos los requisitos y documentación necesaria para la solicitud de la licencia, no generaba per se una respuesta positiva a su petición.

En efecto, el Código de Minas señalaba lo siguiente: 

“ARTICULO 41. SOLICITUD DE LICENCIA DE EXPLORACION. La solicitud de licencia de exploración se presentará ante el Ministerio o ante alguno de los organismos o autoridades que este despacho delegue, en formularios simplificados que se adopten y deberá acompañarse de la localización técnica del área que se pretende explorar.

“En la solicitud el mismo interesado calificará provisionalmente su proyecto dentro de los rangos de pequeña, mediana y gran minería y señalará, en forma específica, el mineral o minerales que serán objeto de sus trabajos.

“ARTICULO 42. DEFICIENCIAS DE LA SOLICITUD. En el término de treinta (30) días, contados desde su presentación, el Ministerio o el organismo o autoridad delegada, señalará las deficiencias y omisiones de que adolezcan la solicitud o sus documentos anexos y si fueren tales que no puedan corregirse oficiosamente e impidan la identificación del interesado, la comprobación de su capacidad y representación o la localización del área pedida, ordenará subsanarlas fijando un término para el efecto, so pena de declarar retirada dicha solicitud. Las deficiencias y omisiones distintas de las antes mencionadas no darán méritos para ordenar subsanarlas ni para el rechazo de la solicitud.”

De lo transcrito se puede establecer que aún cuando la solicitud se presentó ante la CAR en el año 1988 y esta entidad no se pronunció de fondo, comoquiera que el demandante solicitó en varias oportunidades la ampliación del plazo para aportar una documentación faltante, y sólo hasta el año 1995, Corpoguavio recibió el expediente, es claro que el trámite previsto en el Código de Minas se cumplió por parte de la entidad demandada, quien no estaba obligada a conceder el permiso por el sólo cumplimiento de los requisitos y formalidades de la presentación de la solicitud. 

6.3. Las resoluciones acusadas transgredieron los artículos 304 y 305 del Decreto 2655 de 1988 -Código de Minas-, en tanto que generó obstáculos formales innecesarios. 

Los artículos mencionados establecían lo siguiente: 

“ARTICULO 304. OBJETO DE LOS PROCEDIMIENTOS. La entidad o funcionario que debe conocer de los negocios de minas, deberá considerar que las normas, actuaciones y ritualidades de procedimiento o trámite, no tienen otro fin que el de hacer efectivos, en forma eficaz y oportuna, el reconocimiento y garantía del derecho sustantivo de los interesados o de terceros intervinientes.”

“ARTICULO 305. PROCEDIMIENTO OFICIOSO Y SUMARIO. El procedimiento gubernativo de las solicitudes y propuestas de minas, es esencialmente oficioso. En consecuencia, por regla general, serán de cargo de la administración darle curso progresivo y acopiar los documentos y pruebas necesarias para una resolución de mérito. En ningún caso habrá lugar a decisiones inhibitorias por causa de obstáculos formales.

“La naturaleza abreviada sumaria de este procedimiento implica que en su curso no habrá otras notificaciones y traslados a los interesados o a terceros que los previstos expresamente en este Código o en sus reglamentos.”

Ahora bien, aún cuando el demandante no explica claramente qué tipo de obstáculos formales innecesarios fueron los impuestos por Corpoguavio en el procedimiento adelantado para la obtención de la licencia de exploración y explotación, estudiados los artículos transcritos se tiene que es la Administración la encargada de darle curso al procedimiento gubernativo, obteniendo la documentación y las pruebas necesarias para adoptar una decisión de fondo. Igualmente,  las ritualidades del trámite, tienen como fin hacer efectivos, eficaz y oportunamente, el reconocimiento y garantía del derecho sustantivo de los interesados o de terceros intervinientes. 

Así las cosas, analizando el procedimiento adelantado por Corpoguavio previo a la expedición de las resoluciones acusadas, se observa que esta entidad cumplió con darle curso al trámite, toda vez que luego de recibir el expediente con las pruebas y documentos técnicos aportados, lo envió a la Subdirección de Gestión Ambiental, para así adoptar una decisión de fondo en lo que se refería a la viabilidad del permiso. 

Tampoco se puede afirmar que la decisión de la entidad demandada fue inhibitoria, como lo prohíben los artículos transcritos, comoquiera que al negar la solicitud de exploración y explotación presentada por el demandante, se puede colegir, sin lugar a dudas, que la decisión adoptada por Corpoguavio fue de fondo. Por lo expuesto, este cargo, no prosperará. 

6.4. Las resoluciones acusadas no valoraron adecuadamente las pruebas, en contravía de lo establecido en el Código de Procedimiento Civil.

Al respecto, observa la Sala que este cargo no tiene fundamento alguno, ya que el material probatorio que sirvió de base para emitir la decisión de fondo, era concluyente en el sentido de que se debía negar el permiso de exploración y explotación. 

En efecto, en la Evaluación Técnica que se realizó, se indicó que la actividad extractiva de gravas en el municipio de Guasca y más específicamente en la vereda de San Isidro había generado un gran impacto ambiental. Igualmente se señaló que desde el punto de vista técnico, no era viable otorgar el permiso de exploración y/o explotación por el número aún no determinado de fosas no retrollenadas de los predios adjuntos explotados por Congravas Ltda, Gravas de Siecha Ltda, Agrandes Ltda e Ingegravas Ltda., lo que atentaba contra los recursos hídricos y aceleraba los procesos erosivos. Además, se afirmó que existía una afectación al paisaje por lo que Corpoguavio no podía permitir la apertura de un nuevo frente de explotación de gravas, ya que esto ahondaría la problemática ambiental actualmente existente en la región. 

Adicionalmente, se expuso que de acuerdo con la Resolución No. 222 de 1994 expedida por el Ministerio del Medio Ambiente, el área en la cual se solicita el permiso, no se contempla como compatible con la minería. 

Por lo anterior, es claro que la entidad demandada sí valoró las pruebas allegadas al expediente, pues con fundamento en lo recomendado en los informes técnicos, negó el permiso solicitado. 

6.6. Las resoluciones acusadas fueron proferidas por funcionarios que no eran competentes para proferir las decisiones contenidas en éstas, ya que las sustentaron en hechos que no estaban acordes con la verdad procesal. 

En relación con la competencia de la entidad para proferir los actos administrativos acusados, se tiene que la ley 99 de 1993, en su artículo 23, estableció que: 

“Naturaleza Jurídica. Las Corporaciones Autónomas Regionales son entes corporativos de carácter público, creados por la ley, integrados por las entidades territoriales que por sus características constituyen geográficamente un mismo ecosistema o conforman una unidad geopolítica, biogeográfica o hidrogeográfica, dotados de autonomía administrativa y financiera, patrimonio propio y personería jurídica, encargados por la ley de administrar, dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables y propender por su desarrollo sostenible, de conformidad con las disposiciones legales y las políticas del Ministerio del Medio Ambiente.”

Y el artículo 30 indica: 

“Objeto. Todas las Corporaciones Autónomas Regionales tendrán por objeto la ejecución de las políticas, planes, programas y proyectos sobre medio ambiente y recursos naturales renovables, así como dar cumplida y oportuna aplicación a las disposiciones legales vigentes sobre su disposición, administración, manejo y aprovechamiento, conforme a las regulaciones, pautas y directrices expedidas por el Ministerio del Medio Ambiente 

Asimismo, el artículo 31 señala: 

“Funciones. Las Corporaciones Autónomas Regionales ejercerán las siguientes funciones: 

“(...)

“9. Otorgar concesiones, permisos, autorizaciones y licencias ambientales requeridas por la ley para el uso, aprovechamiento o movilización de los recursos naturales renovables o para el desarrollo de actividades que afecten o puedan afectar el medio ambiente. Otorgar permisos y concesiones para aprovechamientos forestales, concesiones para el uso de aguas superficiales y subterráneas y establecer vedas para la caza y pesca deportiva; 

“(...)

“11. Ejercer las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental de las actividades de exploración, explotación, beneficio, transporte, uso y depósito de los recursos naturales no renovables, incluida la actividad portuaria con exclusión de las competencias atribuidas al Ministerio del Medio Ambiente, así como de otras actividades, proyectos o factores que generen o puedan generar deterioro ambiental. Esta función comprende la expedición de la respectiva licencia ambiental. Las funciones a que se refiere este numeral serán ejercidas de acuerdo con el artículo 58 de esta Ley;

“12. Ejercer las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental de los usos del agua, el suelo, el aire y los demás recursos naturales renovables, lo cual comprenderá el vertimiento, emisión o incorporación de sustancias o residuos líquidos, sólidos y gaseosos, a las aguas a cualquiera de sus formas, al aire o a los suelos, así como los vertimientos o emisiones que puedan causar daño o poner en peligro el normal desarrollo sostenible de los recursos naturales renovables o impedir u obstaculizar su empleo para otros usos. Estas funciones comprenden la expedición de las respectivas licencias ambientales, permisos, concesiones, autorizaciones y salvoconductos;”

Y el artículo 33, establece: 

“Creación y Transformación de las Corporaciones Autónomas Regionales. La administración del medio ambiente y los recursos naturales renovables estará en todo el territorio nacional a cargo de Corporaciones Autónomas Regionales 

“(...)

“Créanse las siguientes corporaciones autónomas regionales: 

“(...)

“Corporación Autónoma Regional del Guavio, CORPOGUAVIO: tendrá jurisdicción en los municipios de Gachalá, Medina, Ubalá, Gama, Junín, Gachetá, Fómeque, Mámbita y Guasca en el Departamento de Cundinamarca. Su sede estará en el municipio de Gachalá.” 

De lo transcrito, es evidente que la entidad demandada sí era la competente para resolver la solicitud de permiso de exploración y explotación de material pétreo, comoquiera que la ley 99 de 1993, expresamente estableció que las Corporaciones Autónomas Regionales debían ejercer las funciones de evaluación, control y seguimiento ambiental de los usos del suelo, lo que comprende la expedición de las respectivas licencias ambientales, permisos, concesiones, autorizaciones y salvoconductos. Asimismo, Corpoguavio tenía competencia para ejercer sus funciones en el municipio de Guasca, por expreso mandato de la ley. 

6.7. Las resoluciones acusadas vulneraron el derecho de preferencia para los propietarios de los terrenos donde existiera la posibilidad de explotar materiales de construcción, de acuerdo a lo establecido en el artículo 10 del Decreto 1462 de 1989. 

Este cargo tampoco está llamado a prosperar, habida consideración de que en primer lugar, no resulta probado en el proceso que el señor Rafael Cadosch Delmar ejerciera desde antes de la expedición del Decreto 2655 de 1988, actividades de explotación de material de construcción en el predio 'Delmar' de su propiedad; y en segundo lugar, que aunque esto fuera así, no cumplió con los requerimientos consagrados en el ordenamiento jurídico para hacer efectivo su derecho adquirido al respecto.

Como se señaló, el Estado es el propietario de los materiales mineros y como consecuencia de ello, decide si los explota directamente o habilita a particulares a hacerlo; para lo segundo, necesita tener certeza de lo que es explotable o no y como consecuencia de ello, son susceptibles de registro minero todos los títulos que él otorgue, así como los derechos adquiridos.

Así mismo, el derecho adquirido que detenta el propietario explotador de material de construcción, que lo hacía antes de la entrada en vigencia del Decreto 2655 de 1988, no puede concebirse como una convicción subjetiva. El Estado necesita constatar dicha situación, y por ello establece un conjunto de requisitos que deben ser verificados al momento de hacer el respectivo registro minero.

En el caso objeto de estudio, los propietarios de predios que explotaban material de construcción antes de la entrada en vigencia del referido Código de Minas, tienen el derecho legal de seguir haciéndolo, pero para ello no basta que éstos se crean incursos en esa hipótesis, sino que el Estado lo constate y como consecuencia, se realice el respectivo registro minero, lo que no ocurrió en el asunto sub examine. Se confirma entonces, que este cargo tampoco está llamado a prosperar. 

6.8. En la expedición de las resoluciones acusadas, se incurrió en una desviación de poder, pues la Administración privó al demandante de su derecho para la explotación de materiales de construcción que se encontraban en su propiedad, y reconoció este derecho a un tercero que carecía de los requisitos. 

En este aspecto es importante resaltar que la entidad que profirió los actos mediante los cuales se autorizó a un tercero a explotar la zona donde se encontraba el predio del demandante fue el Ministerio de Minas, entidad que no fue demandada en este proceso, por tal razón, es evidente que este cargo no está llamado a prosperar. 

6.9. Las resoluciones acusadas no correspondían a la realidad, toda vez que ordenaron reforestar a quien no había causado daño alguno en un terreno que no requería de esta medida.

Sobre este punto, sí es cierto lo afirmado por el demandante, comoquiera que el acervo probatorio relacionado con este aspecto así lo confirma. En efecto, mediante auto N° 1280 del 26 de febrero de 1999, Corpoguavio ordena una visita técnica al predio del señor Cadosch Delmar, toda vez que en el numeral segundo de la parte resolutiva de la resolución N° 548 del 11 de septiembre de 1998, se le exigió  la presentación de un plan de reforestación y recuperación de la zona, sin embargo,  luego de la visita se estableció que el predio Delmar no presentaba degeneración ambiental, por ello no era posible reconstruirlo. 

Ahora bien, aún cuando es cierto que la orden de reforestación y recuperación no tiene fundamento, -y así lo entendió la entidad-, en razón a que la zona no sufre de deterioro ambiental, este argumento no es suficiente para anular las resoluciones acusadas, ya que, al momento de negar el permiso existía una regulación ambiental -ley 99 de 1993 y resolución N° 222 del 3 de agosto de 1994- que impedía otorgar permisos para exploración y explotación minera. 

En efecto, el artículo 61 de la ley 99 de 1993, establece que: 

“Declárase la Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico nacional, cuya destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal.

“El Ministerio del Medio Ambiente determinará las zonas en las cuales exista compatibilidad con las explotaciones mineras, con base en esta determinación, la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca (CAR), otorgará o negará las correspondientes licencias ambientales.

“Los municipios y el Distrito Capital, expedirán la reglamentación de los usos del suelo, teniendo en cuenta las disposiciones de que trata este artículo y las que a nivel nacional expida el Ministerio del Medio Ambiente.”

A su vez, la resolución 222 del 3 de agosto de 1994, señaló: 

“Que, de conformidad con las funciones atribuidas al Ministerio del Medio Ambiente en el artículo 5 de la Ley 99 de 1993, a este Ministerio le corresponde dictar las regulaciones de carácter general para el control del aprovechamiento y uso de los recursos naturales y del medio ambiente.

“Que el artículo 61 de la Ley 99 de 1993 declaró a "La Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico nacional, cuya destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal";

“Que el mismo artículo señala que "El Ministerio del Medio Ambiente determinará las zonas en las cuales exista compatibilidad con las explotaciones mineras";

“Que dicho artículo continúa diciendo "con base en esta determinación la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca -CAR-, otorgará o negará las correspondientes licencias ambientales";

“Que concluye afirmando que "Los Municipios y el Distrito Capital expedirán la reglamentación de los usos del suelo, teniendo en cuenta las disposiciones de que trata este artículo y las que a nivel nacional expida el Ministerio del Medio Ambiente";

“Que por la relación entre los recursos naturales agua, suelo, aire, flora y fauna, los ecosistemas a que hace referencia esta resolución requiere de un manejo integral;

“Que la actividad minera de materiales de construcción es la que mayor impacto causa en la Sabana de Bogotá, conforme lo señalan los diferentes estudios ecológicos realizados para este sector;

“Que teniendo en cuenta el considerando anterior se requiere reglamentar parcialmente el artículo 61 de la Ley 99 de 1993;

“Que la actividad minera mediante la utilización de tecnologías no apropiadas y en áreas ecológicamente críticas, sensibles y de importancia ambiental y social; en especial las actividades como canteras, areneras, gravilleras, chircales, receberas y demás actividades mineras extractivas de materiales de construcción; causa impactos y efectos negativos al medio ambiente y los recursos naturales;

“Que toda nueva actividad minera, que por sus características pueda producir deterioro a los recursos naturales renovables y al medio ambiente, requiere licencia ambiental;.

“Que la delimitación de las áreas compatibles con la minería en la Sabana de Bogotá se realizó por medio de coordenadas planas y cotas, además de límites establecidos en licencias de explotación y permisos de concesión otorgados por el Ministerio del Minas.

“Que en mérito de lo expuesto, RESUELVE:

“Artículo 1: Reglamentar parcialmente el Artículo 61 de la Ley 99 de 1993, en cuanto a la zonificación de áreas compatibles con las actividades mineras, relacionadas con los materiales de construcción, en especial canteras, areneras, gravilleras, chircales, receberas y demás actividades mineras extractivas de dichos materiales. Las actividades mineras a que se refiere este artículo comprenden el conjunto de trabajos de prospección, exploración, explotación, beneficio, y depósito de minerales.

“Artículo 2: El área a que se refiere el artículo 61 de la Ley 99 de 1993, respecto de la Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos corresponde a los municipios de BOJACA, CAJICA, CHIA, CHOCONTA, COGUA, COTA, CUCUNUBA, FACATATIVA, FUNZA, GACHANCIPA, GUASCA, GUATAVITA, LA CALERA, MADRID, MOSQUERA, NEMOCON, SANTAFE DE BOGOTA, SESQUILE, SIBATE, SOACHA, SOPO, SUBACHOQUE, SUESCA, TABIO, TAUSA, TENJO, TOCANCIPA, VILLAPINZON Y ZIPAQUIRA.

“Artículo 3: Se podrán desarrollar actividades de minería en aquellas áreas de la Sabana de Bogotá donde los efectos o impactos ambientales puedan ser satisfactoriamente prevenidos, controlados, mitigados, corregidos y compensados, y donde dichas actividades no produzcan deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente, ni introduzcan modificaciones considerables o notorias al paisaje.

“Artículo 4: Las áreas de que trata el Artículo 4 de la presente Resolución son las siguientes:

“Zona A: Está situada dentro del área de jurisdicción de los Municipios de Cogua, Nemocón y Tausa, y delimitada dentro de las siguientes coordenadas planas y cotas, definidas en las planchas 209-I-D y 209-III-B del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, I.G.A.C.,

“(...)

“2. Zona B: Está situada dentro del área de jurisdicción del municipio de Cogua, y delimitada dentro de las siguientes coordenadas planas y cotas, definidas en las planchas 209-III-A y 209-III-B, del I.G.A.C.,

“(...)

“3. Zona C: Está situada dentro del área de jurisdicción del municipio de Tocancipá, y delimitada por las siguientes coordenadas planas y cotas, definidas en las planchas 209-III-D y 228-I-B, del I.G.A.C.,

“(...)

“4. Zona D: Está situada dentro del área de jurisdicción de los municipios de Mosquera y Bojacá, y delimitada dentro de las siguiente coordenadas planas y cotas, definidas en la plancha 227-IV-C del I.G.A.C.,

“(...)

“5. Zona E: Está situada dentro del área de jurisdicción de los municipios de Soacha y Santafé de 

Bogotá, y delimitada dentro de las siguientes coordenadas planas y cotas, definidas en las planchas 246-II-A, 246-II-B y 246-II-C del I.G.A.C.,

“(...)

“En esta Zona E también se consideran compatibles con la actividad minera de las zonas del sector de Tunjuelito comprendidas dentro del área de las licencias de explotación y de los contratos de concesión otorgados por el Ministerio de Minas y que se encuentren vigentes a la fecha de expedición de la presente Resolución. La continuidad de las explotaciones mineras en esta zona estará supeditada al cumplimiento de las obligaciones y requerimientos ambientales establecidos por la autoridad ambiental competente.

“Artículo 5: La CAR y los municipios a que se refiere el artículo 2 de la presente Resolución, atendiendo los principios de gradación normativa y rigor subsidiario a que hace referencia el artículo 63 de la Ley 99 de 1993, podrán restringir, mediante acto motivado, el desarrollo de actividades mineras en áreas incluidas dentro de las delimitadas en el artículo 5 de la presente resolución que, por su pendiente, importancia hidrológica, o importancia ecosistémica y social, entre otros factores, a su juicio así lo ameriten...”

Ahora bien, aún cuando los dictámenes periciales insisten en que era posible conceder el permiso solicitado por el demandante, advierte la Sala que se apartará de sus consideraciones comoquiera que este medio de prueba no es pleno y no obliga al juez, por lo tanto, debe apreciarlo en su conjunto y fijar su mérito probatorio, valiéndose de las reglas que conforman la sana crítica y el principio de la valoración integral de la prueba
. Lo anterior, en atención a que resultaría absurdo que el operador judicial se viese obligado por un dictamen dudoso, contrario a la lógica, a las reglas generales de la experiencia, o a los otros medios de prueba obrantes en el proceso
. En relación con la apreciación de la pericia, el artículo 241 del Código de Procedimiento Civil, establece:

“Al apreciar el dictamen se tendrá en cuenta la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, la competencia de los peritos y los demás elementos probatorios que obran en el proceso. 

“Si se hubiere practicado un segundo dictamen, éste no sustituirá al primero pero se estimará conjuntamente con él, excepto cuando prospere objeción por error grave”

Del análisis de los dictámenes allegados y transcritos, se advierte que sus apreciaciones fueron el resultado de una visita realizada el 28 de noviembre de 2001, varios años después de la visita técnica que hizo la entidad demandada y que le sirvió de fundamento para negar el permiso, lo cual permite concluir que las condiciones del lugar se pudieron modificar sustancialmente con el paso del tiempo. Además, los peritos no se limitaron a responder las cuestiones técnicas que se requerían para apreciar las condiciones del terreno, sino que plasmaron su posición en relación con la actuación de Corpoguavio, afirmaciones que para la Sala son subjetivas y que por tal razón no pueden ser valoradas ni acogidas.

Así las cosas, se debe insistir en que al momento de negar el permiso de exploración y explotación de material pétreo, la normativa ambiental aplicable al caso no lo permitía, pues el municipio de Guasca contaba con una prohibición expresa de realizar actividad minera en su área. 

En efecto, en la normativa aplicable se estableció que la destinación prioritaria del municipio de Guasca era agropecuaria y forestal, puesto que hacía parte de la Sabana de Bogotá, adicionalmente, la Resolución 222 de 1994, es muy clara al señalar que la actividad minera de materiales de construcción es la de mayor impacto ambiental y ecológico, por tal razón, sólo algunas áreas que se encontraban en la Sabana de Bogotá eran compatibles con la minería, sin embargo, en el listado de municipios y zonas en donde se podría llevar a cabo actividad minera no se encuentra el municipio de Guasca. 
Por lo anterior, para la Sala es indudable que la extracción de material pétreo o de construcción -que se insiste, es una actividad minera- estaba prohibida por la ley 99 de 1993 y la resolución Nº 222 de 1994, de allí que, Corpoguavio no estaba facultado para otorgar el permiso de exploración y explotación solicitado por el demandante. 
Ahora bien, en cuanto a la inclusión de la finca ‘Delmar’ en la zona denominada Capilla de Siecha que, según el decreto 604 de 1991, es monumento nacional, se debe advertir que, aún cuando los peritos señalaron que no estaba claro si se encontraba el predio dentro de dicha zona o no, y que en el evento en que no lo estuviera, era posible llevar a cabo actividades de extracción de material de construcción, se debe insistir en que no es relevante que el fundo ‘Delmar’ haga parte o no del monumento nacional Capilla de Siecha, puesto que la prohibición de realizar actividades de minería es absoluta respecto del municipio de Guasca -donde se encuentra el predio de demandante- y si bien existen excepciones a esa prohibición, las cuales se indicaron en la resolución 222, allí no se señaló al municipio de Guasca.
Así las cosas, no es importante determinar si el predio del señor Cadosch Delmar hacía parte de la Capilla de Siecha, en razón a que esta condición no es lo que permitiría llevar a cabo la exploración y explotación de material pétreo, lo relevante en este asunto es, que al momento de expedir las resoluciones acusadas existía una normativa que impedía realizar actividad minera en el municipio de Guasca, razón más que suficiente para negar el permiso solicitado por el demandante. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

FALLA:

Niégase la nulidad de las resoluciones Nº 548 del 11 de septiembre de 1998, en virtud de la cual no se otorgó un permiso de exploración y explotación de gravas y arena, y la Nº 804 del 28 de diciembre de 1998, que resolvió el recurso de reposición interpuesta contra aquella, decisiones proferidas por la Corporación Autónoma Regional del Guavio. 
Cópiese, Notifíquese y Cúmplase 
 Enrique Gil Botero


Jaime Orlando Santofimio Gamboa

Olga Mélida Valle de De la Hoz






Presidenta
Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Copia de ésta, obra en el expediente a folio 365 de la cartilla No. 2, la cual fue remitida por la entidad demandada, en respuesta al oficio enviado por el Tribunal de primera instancia. Esto permite valorar la copia conforme el artículo 254 del C.P.C.


� Copia de ésta, obra en el expediente a folios 366 y 367 de la cartilla No. 2, la cual fue remitida por la entidad demandada, en respuesta al oficio enviado por el Tribunal de primera instancia. Esto permite valorar la copia conforme el artículo 254 del C.P.C.


� La demanda obra en el expediente a folios 1 a 17 del cuaderno principal.


� “Art. 128. Competencia del Consejo de Estado en única instancia. El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, conocerá de los siguientes procesos privativamente y en única instancia: 


“(…)


“6. De los que se promuevan sobre asuntos petroleros o mineros en que sea parte la Nación o una entidad territorial o descentralizada, con excepción de las controversias contractuales, de reparación directa y las de nulidad y restablecimiento del derecho que versen sobre impuestos mineros, contribuciones y regalías, que seguirán las reglas generales. 


� “Artículo 295. Competencia del Consejo de Estado. De las acciones que se promuevan sobre asuntos mineros, distintas de las contractuales y en los que la Nación o una entidad estatal nacional sea parte, conocerá el Consejo de Estado en única instancia.”


� Consejo de Estado - Auto de Marzo 27 de 2012 - Exp. 11001032600020100002900 - C.P. Dra. María Claudia Rojas Lasso.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, proveído del 23 de mayo de 2012, expediente 42.827. C.P. Enrique Gil Botero. 


� “Ahora bien, la Carta Política garantiza la autonomía de las Corporaciones Autónomas Regionales. En esa medida, tales Corporaciones son entidades descentralizadas y están a cargo de la planeación y promoción de la política ambiental regional. La Corte ha señalado que las CAR son organismos de ejecución de políticas públicas nacionales en el orden regional, lo cual implica que las competencias que ejercen emanan del Estado central…” Corte Constitucional, sentencia C-298 del 27 de abril de 2011. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Esta disposición fue modificada por el artículo 36 de la Ley 446 de 1998.


� En la actualidad, con exclusión de aquellos relativos a impuestos, contribuciones y regalías.


� Modificado por el artículo 1 del Acuerdo 55 de 2003.


� Artículos 84 y 85 del Código Contencioso Administrativo.


� El artículo 11 de la ley 1395 de 2010, que modificó el inciso 4 del artículo 252 del C.P.C., establece que: “En todos los procesos, los documentos privados manuscritos, firmados o elaborados por las partes, presentados en original o en copia para ser incorporados en un expediente judicial con fines probatorios, se presumirán auténticos, sin necesidad de presentación personal ni autenticación. Esta presunción no aplicará a los documentos emanados de terceros de naturaleza dispositiva”. 


Adicionalmente, la ley 1437 de 2011, por medio de la cual se expidió el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en su artículo 215, señaló: “Valor probatorio de las copias. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que las copias tendrán el mismo valor del original cuando no hayan sido tachadas de falsas, para cuyo efecto se seguirá el trámite dispuesto en el Código de Procedimiento Civil. 


“La regla prevista en el inciso anterior no se aplicará cuando se trate de títulos ejecutivos, caso en el cual los documentos que los contengan deberán cumplir los requisitos exigidos en la ley.” 


� “De conformidad con el artículo 756 del Código Civil, la tradición de bienes raíces se efectúa por la inscripción del título en la oficina de registro de instrumentos públicos, lo cual significa, que si el título no se registra no se transmite el derecho (Art. 756 C.C.).


“En este orden de ideas, el titular del derecho de dominio de un bien inmueble es quien aparece inscrito como tal en la oficina de registro de instrumentos públicos del círculo correspondiente, como lo dispone el Estatuto de Registro de Instrumentos Públicos (decreto ley 1250 de 1970), que regula las inscripciones en la matrícula inmobiliaria y tiene como objeto -el registro-, servir de medio de transmisión de la propiedad inmueble y de constitución de los derechos reales desmembrados de la misma, como de las limitaciones que se le impongan y de dar publicidad a la titularidad de los derechos reales inmobiliarios y a las limitaciones que los afecten. La propiedad y demás derechos reales en bienes inmuebles, solo existen y se transmiten mediante la inscripción en la matrícula inmobiliaria. 


“Por tanto, la publicidad que se le da al titular o titulares del derecho de dominio y a la situación jurídica en que se encuentra determinado inmueble mediante el registro, es oponible a terceros.” Sentencia proferida por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 24 de agosto de 2000, expediente No. 10.821. 


� Decreto 2655 del 23 de diciembre de 1988, que fue derogado por la Ley 685 de 2001, actual Código de Minas. 


� Este aparte fue declarado inexequible por la Corte Constitucional, el 9 de junio de 1993, sentencia C-216, M.P. José Gregorio Hernández Galindo


� Al interior del Código, se establece una determinación de los alcances de los materiales de construcción en el artículo 109 “Para los efectos de este Código, se denominan materiales de construcción las rocas y materiales pétreos generalmente usados como agregados en la fabricación de bloques y piezas de concreto, morteros, pavimentos y otras formas similares, como elementos de las construcciones. Dichos materiales tendrán por si mismo tal denominación aún en los casos en que su destino y uso efectivo no sea el aquí mencionado”.


� Se establecieron en este artículo los siguientes requisitos para la solicitud del mencionado registro minero: a) Copia registrada de la Escritura Pública contentiva del título de propiedad de las canteras. b) Plano topográfico del predio antes mencionado o de la parte del mismo en que se hallen los depósitos, señalando la extensión y forma de la superficie correspondiente. Este plano deberá ser presentado en escala 1:5000, elaborado por geólogo, ingeniero o topógrafo matriculado. Será aceptable el plano trazado sobre planchas del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, de esta misma escala. c) La demarcación mediante amojonamiento del polígono que delimita el área de las canteras. El amojonamiento se hará por medio de mojones de concreto debidamente marcados, colocados en cada uno de los vértices del polígono. Estos mojones deberán colocarse de manera que permitan su fácil reconocimiento y al mismo tiempo den seguridad en cuanto a su estabilidad. d) La descripción geológica de los depósitos, con la evaluación de las reservas, relacionando los métodos y criterios aplicados en este estudio. e) Las pruebas de la explotación iniciada antes del 24 de junio de 1989.” “El Ministerio de Minas y Energía, en todo caso, verificará la veracidad de los hechos. La explotación de las canteras, se sujetará a las disposiciones que rigen la preservación de recursos naturales renovables y del medio ambiente”.


	 �


� El código de minas (artículo 302 del Decreto 2655 de 1988) hacía relación a la ilicitud de la explotación cuando quiera que no se tuviera un título minero. Si bien en el caso objeto de estudio no se necesita dicho título, según se indicó; la ausencia del registro comportaría la realización de una explotación que a la luz del estado no encuentra soporte alguno, toda vez que éste no habría verificado los requisitos consagrados en la ley, para la obtención del registro minero.


� Art. 187 C.P.C. “Apreciación de las pruebas. Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos. El juez expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba”


� Al respecto, la doctrina ha señalado: “…Esa sujeción servil haría del juez un autómata, lo privaría de su función de fallador y convertiría a los peritos en los jueces de la causa, lo cual es inaceptable… el juez jamás está ligado por conclusiones de los peritos y debe apreciarlas a la luz del conjunto de elementos probatorios, y como advierte Louis Mallard, el dictamen ayuda al juez, sin ligarlo…” 


“Es obvio que si en el proceso aparecen otras pruebas que desvirtúen las conclusiones del dictamen o al menos dejen al juez en situación de incertidumbre sobre el merito que le merezca, luego de una crítica razonada y de conjunto, aquél no puede tener plena eficacia probatoria…”


Hernando Devis Echandía, Teoría general de la prueba, Medellín, Editorial Dike,1ª edición, tomo II, 1977, Pág. 339, 348, 351 y 352.


“… El juez no está atado a la concepción del perito; su deber es someterla a un concienzudo examen y sólo deberá aceptarla si lo convence plenamente”. Erich Döhrign, La prueba su práctica y apreciación, Buenos aires, ediciones Jurídicas Europa América, 1972, Pág. 248.
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